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RESUMEN

La mirada de los constituyentes a 30 años de la Constitución de 1991: ¿Qué falló en

materia de participación y representación política?

La Constitución Política de 1991 se propuso, dentro de otros objetivos, superar la crisis

de representación política que vivía Colombia y los altos niveles de abstencionismo que

afectaban la legitimad de su sistema democrático. A 30 años de su entrada en vigencia,

las estadísticas que miden estos dos aspectos fundamentales para toda democracia no

son muy alentadoras, por lo cual este trabajo tiene como objetivo indagar con los

protagonistas de la gesta constituyente a qué atribuyen ese fracaso y cómo consideran

que podría superarse.
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ABSTRACT

The look of the constituent members 30 years after the Constitution of 1991: What

failed in terms of political participation and representation?

The Political Constitution of Colombia of 1991 set out, among other goals, to overcome

the crisis of political representation that the country was experiencing and the high

levels of electoral abstention that affected the legitimacy of its democratic system. Now,

30 years after the Constitution came into force, the statistics that measure these two

fundamental aspects for all democracies are not very encouraging. Therefore, this work

aims to investigate with the makers of the Constitution the reasons they attribute to this

failure and how they consider it could be surpassed.
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1. INTRODUCCIÓN

En la última década del siglo XX, en medio de una violencia que no daba tregua, Colombia

se embarcó en una Asamblea Constituyente que redactaría una nueva carta política después

de 104 años de vigencia de la anterior Constitución de 1886. El país se encontraba

atormentado por múltiples guerras que involucraban a grupos guerrilleros, narcotraficantes

y al Estado mismo, y los ciudadanos veían con desconfianza a una institucionalidad que se

había tornado represiva, poco representativa e incapaz de garantizar la paz y el bienestar de

sus ciudadanos.

Los múltiples grupos guerrilleros que surgieron tras el Frente Nacional reivindicaron su

lucha en las pocas oportunidades que tenían los movimientos sociales y ciudadanos de

participar en política, pues el escenario electoral estaba dominado por el bipartidismo en

cabeza de los partidos Liberal y Conservador. En ese contexto y en medio de una contienda

electoral en que fueron asesinados cuatro candidatos presidenciales con tendencias de

izquierda o disidentes de los partidos tradicionales, ganó terreno la idea de una Constitución

que permitiera una apertura política y democrática y garantizara la pacificación del país.

En el desarrollo de la Constitución progresivamente, aunque en forma muy

accidentada, distintas fuerzas políticas y sociales, muy diversas y que en décadas

anteriores habían estado enfrentadas, lograron un consenso sobre la posibilidad de

convocar una Asamblea Constituyente como pacto político de ampliación

democrática, que permitiera una salida a la difícil crisis que se estaba viviendo

(Uprimny, 1991, p. 40).

Entre otras reivindicaciones y promesas, la Constitución de 1991 se propuso aumentar la

legitimidad del Estado profundizando la democracia, propiciando una apertura política,

pacificando la Nación y aumentando la participación ciudadana, incluida por supuesto la

participación electoral que históricamente había sido baja.

Sin embargo, a 30 años de la promulgación de la Carta Magna, el alcance de esos objetivos

está en entredicho. Las cifras del abstencionismo y de la insatisfacción ciudadana con
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quienes los representan en el Congreso, el escenario democrático por excelencia, siguen

siendo alarmantes, como se verá a lo largo de este trabajo.

Desde una visión político-jurídica, la Constitución se veía como la norma de normas que

transformaría a Colombia y resolvería estos problemas de la democracia representativa. La

discusión entonces se encamina hacia una reflexión de si el diseño constitucional estuvo

mal concebido, si este ha sido mal implementado o si la fórmula de la democracia electoral

está agotada, como lo diría el profesor Juan Gabriel Gómez Albarello (2019) en su artículo

‘La apariencia ‘democrática’ de la Constitución de 1991: crisis y futuro de la

representación política en Colombia y en el mundo’.

Este trabajo final de maestría presentado para optar al título de magister en Estudios

Político de la Universidad Nacional de Colombia se propone, entonces, hacer una revisión

de los conceptos de democracia representativa, representación política, participación

electoral y abstencionismo; aplicar paralelamente estos conceptos para hacer un recuento

del contexto que llevó a que la Constitución se propusiera mejorar estos aspectos

democráticos y un diagnóstico de la realidad de su alcance a 30 años de promulgada; y, por

último, a través de una serie de entrevistas con constituyentes, escudriñar con sus propios

protagonistas qué creen que falló en su diseño y en los años de su implementación, qué

factores creen que determinan el fracaso o éxito inacabado de ese cometido, y cómo

consideran que podría resolverse este problema de ahora en adelante.

Para lograr esto, se entrevistó a un constituyente de cada uno de los partidos que tuvieron

representación en la Asamblea Nacional, con excepción de los movimientos indígenas, a

quienes resultó imposible contactar, y del Movimiento Unión Cristiana, cuyos miembros ya

fallecieron. Participaron María Teresa Garcés, de la Alianza Democrática M-19; Fernando

Carrillo, del Partido Liberal y miembro del movimiento estudiantil; Juan Carlos Esguerra,

del Movimiento de Salvación Nacional; Hernando Yepes, del Partido Conservador; y Aida

Abella, de la Unión Patriótica.

A 30 años de su gesta, tener la voz de los constituyentes reflexionando sobre su trabajo que

llevó a la Constitución, sobre la implementación de la Carta Política durante estas tres
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décadas y sobre lo que debe ocurrir para que la democracia se fortalezca se convierte en un

insumo valioso de cara a nuevos intentos por transformar la institucionalidad y la realidad

colombiana.

Teniendo en cuenta que varios de los miembros de la Asamblea Constituyente ya han

fallecido y varios han dejado la vida pública, las entrevistas constituyen un elemento de

profundo valor que será presentado como anexo al final de este trabajo. Y sus apartados

más relevantes serán presentados en una sección posterior al trabajo conceptual y

contextual, que dieron base al formato de una entrevista semiestructurada, y que se

propondrán analizar las visiones de los constituyentes en torno a las dos temáticas de

interés de este trabajo: la representación política y la participación electoral.
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2. LA REPRESENTACIÓN POLÍTICA: UNA CRISIS QUE PERDURA

Pensar las democracias modernas sin la representación política resulta prácticamente

imposible. Hoy, la legitimidad de los sistemas democráticos emerge casi por completo de la

representación que los ciudadanos depositan en los políticos por medio de su voto en las

elecciones.

El diccionario de la Real Academia Española define representación en una de sus

acepciones como “conjunto de personas que representan a una entidad, colectividad o

corporación” y la representación política particularmente la define como “representación

que ejercen los elegidos en votaciones democráticas que no está sometida al mandato

imperativo” (DRAE, 2014).

Esta forma de representación no ha acompañado la evolución de la democracia desde su

nacimiento en la Grecia antigua pero sí se convirtió en uno de sus principales determinantes

en las democracias liberales que empezaron a ganar terreno en los siglos XVII y XVIII

principalmente en Europa y Estados Unidos.

Como explican Sergio Ángel y otros (2020, pg. 49) citando a Manin:

El modelo representativo se fundó en cuatro principios: (1) quienes gobiernan son

nombrados por elección con intervalos regulares (elección), (2) la toma de

decisiones por quienes gobiernan conserva un grado de independencia respecto de

los deseos del electorado (mandato representativo), (3) los que son gobernados

pueden expresar sus opiniones y deseos políticos sin estar sujetos al control de los

que gobiernan (derechos y libertades públicas) y (4) las decisiones públicas se

someten a un proceso de debate (deliberación pública).

Este modelo de democracia representativa ha sido defendido por múltiples autores

–incluido el gran académico y teorista de la ciencia política Giovanni Sartori (1994)– como

la forma superior de la democracia dentro de la cual pueden inscribirse otros tipos de

democracia que la complementen, pero nunca que la reemplacen. Esa defensa parte de

argumentaciones que van desde visiones “comparativas” frente a otros sistemas que

demostrarían que es el único modelo que ha permitido mantener la paz institucional,
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defender los derechos individuales y alcanzar los mayores avances sociales; hasta visiones

más pragmáticas que parten del “problema de la escala” (Bobbio, 1997), según el cual en

las sociedades actuales sería imposible que todos los ciudadanos participen de todas las

decisiones que competen a lo público y, por ende, solo es posible a partir de transferir la

representación a los elegidos, quienes en defensa de los intereses de los electores podrán

actuar para el beneficio del agregado de ciudadanos.

Uno de los principales teóricos sobre los gobiernos representativos es Emanuel Joseph

Sieyès, uno de los personajes claves de la Revolución Francesa cuyas reflexiones inspiraron

buena parte del constitucionalismo moderno.

Para Sieyés, “(la Nación) es el conjunto de los asociados, gobernados todos y todos

sometidos a la ley, obra de su voluntad, todos iguales en derechos y libres en su

comunicación y en sus compromisos respectivos" (Pantoja, 1993, párr. 5) y en el Estado

social todo parte de la representación.

Ese entendimiento de la representación política como el mayor determinante de un modelo

democrático ha hecho parte del diseño institucional colombiano desde la misma fundación

de la República. Sin embargo, su limitada capacidad de acción o la inefectiva

representación de las voluntades, identidades y deseos de los ciudadanos a través de este

modelo han llevado a que no siempre goce de legitimidad y aceptación, y por ende se le

considere en crisis, como bien lo referencia el historiador y divulgador científico israelí

Yuval Noah Harari (2018) en su libro 21 lecciones para el siglo XXI.

Durante la segunda mitad del siglo XX en Colombia, ese modelo de representación política

vivió en crisis constante. Tras los años de la época de La Violencia (1948-1958) se instauró

el Frente Nacional, un régimen durante el cual los partidos Conservador y Liberal se

alternaron la presidencia de la República durante cuatro periodos, con gobiernos de

coalición y congresos y otros órganos del Estado distribuidos igualitariamente, lo cual

limitó la verdadera participación y representación política de los colombianos.

Fue a partir de allí y de las elecciones de 1970 –vistas por diferentes grupos como

fraudulentas para no permitir que llegara a la presidencia un representante por fuera de los
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dos partidos tradicionales– que la crisis de la representación se fue intensificando.

Múltiples grupos guerrilleros se alzaron en armas reivindicando la imposibilidad de

participar en la política electoral porque el régimen colombiano no era lo suficientemente

abierto para incluirlos.

Esa fue la antesala de la Constitución de 1991. Era un país atormentado por la violencia que

ejercían los grupos guerrilleros, los narcotraficantes y el Estado mismo; inmerso en una

pobreza y una desigualdad de las peores del mundo; y con el sinsabor de que las

transformaciones necesarias no era posible realizarlas dentro del marco institucional

existente que, por lo demás, tampoco permitía que los diferentes grupos sociales y

movimientos políticos llegaran al poder. Esa frustración sobre el inmovilismo fue reforzada

además con los múltiples intentos de reformas que fracasaron ya fuera por las trabas

institucionales o por la falta de mayorías legislativas, como lo fueron la “pequeña

constituyente” del presidente Alfonso López Michelsen de 1977 o la reforma constitucional

del presidente Julio César Turbay en 1979.

Así la Asamblea Nacional Constituyente de 1991, que incluyó por primera vez a mujeres y

miembros de las comunidades indígenas, y adicionalmente les dio cabida a diferentes

movimientos guerrilleros que habían estado alzados en armas, se propuso propiciar una

apertura política que fortaleciera la democracia liberal, que les brindara espacios a los

grupos sociales y políticos que habían estado históricamente subrepresentados y que

sirviera como vehículo para pacificar al país y para darles legitimidad a las instituciones y

al Estado mismo. En últimas, con esta apertura democrática se quería también ampliar las

opciones para que los ciudadanos se sintieran representados políticamente.

Esta vocación transformadora de la Carta de 1991, que es común a buena parte del

constitucionalismo latinoamericano reciente [Uprimny, 2011], tomó dos vías, que no son

obligatoriamente complementarias: de un lado, le apostó a un reconocimiento amplio de

derechos a partir de la inclusión de los derechos sociales y colectivos al lado de los civiles y

políticos, y a la consagración de mecanismos judiciales efectivos para su garantía. De otro

lado, se la jugó por el fortalecimiento de la democracia a través de la apertura de las

instancias de representación política con miras a convertirlas en escenarios más pluralistas,

11



y de la ampliación de los mecanismos de deliberación y participación directa de la

ciudadanía. Mientras que la primera de estas vías le apunta a un constitucionalismo fuerte

que abre el camino a una judicialización de los asuntos públicos, la segunda favorece una

democracia fuerte y participativa, en la que estos asuntos sean definidos por la ciudadanía

en el escenario político (Uprimny y Sánchez, 2012, pg. 33).

En efecto, la Constitución que promulgó este órgano constituyente tuvo varios logros en ese

sentido. El más importante fue el cambio institucional que permitió dejar atrás el

bipartidismo para que múltiples fuerzas entraran en la competencia electoral a través de

mecanismos que facilitaron la creación de partidos políticos y permitieron que los

movimientos significativos de ciudadanos también pudieran inscribir candidatos para

aspirar al poder. A la postre, este cambio llevó a una hiperfragmentación del sistema de

partidos y exacerbó el personalismo, como bien lo ha estudiado Pizarro Leongómez (2002),

lo cual a su vez obligó a realizar nuevas reformas.

Además de esto, la Constitución institucionalizó unas circunscripciones especiales para que

las comunidades indígenas y afrodescendientes tuvieran representación política,

estableciendo dos curules en el Senado reservadas para los indígenas y una en la Cámara de

Representantes, así como dos curules en la Cámara Baja para las negritudes, que se

reglamentaron posteriormente.

Y en el mismo sentido, varios artículos de la Constitución y sus posteriores desarrollos

normativos establecieron la igualdad entre hombres y mujeres y la obligatoriedad de que

estas últimas fueran incluidas en el ejercicio político, dando más fuerza al derecho a elegir

y ser elegidas que se había aprobado con el plebiscito de 1957. El artículo 40 dispuso que

todos los ciudadanos pueden participar en la conformación, ejercicio y control del poder

político y el artículo 43 prescribió que “la mujer y el hombre tienen iguales derechos y

oportunidades”. Posteriormente, con la Ley de Cuotas del año 2000 y la Ley 1475 de 2011

se establecieron obligaciones para que las mujeres representaran al menos el 30 por ciento

de los cargos de nivel decisorio en la Rama Ejecutiva y de las listas al Congreso y demás

corporaciones públicas del orden subnacional que presentaran los partidos políticos, con lo

cual se buscaba aumentar la participación de las mujeres en los espacios de poder.
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A la par de estas decisiones, la Carta Política que se consagró como “La Constitución para

la Paz” permitió posteriormente marcos normativos para que grupos armados al margen de

la Ley pudieran integrarse a la vida política e incluso obtener algunas curules transitorias,

que inicialmente no se implementaron pero que 25 años después se hicieron realidad con

las 10 curules que creó el Acuerdo de Paz con la guerrilla de las Farc en el 2016.

Pero a pesar de estos cambios legales e institucionales, la realidad a 30 años de la

promulgación de la Constitución es que el Congreso de la República sigue sin componerse

en proporciones similares a la población colombiana, hay grupos que siguen defendiendo

ideas políticas a través de las armas y la desfavorabilidad del Legislativo y de los partidos

políticos, que podría hablar de qué tan representados se sienten los colombianos, es

alarmantemente alta.

En el actual Congreso de la República, por poner unos ejemplos, las mujeres no representan

ni el 20 por ciento de las curules aunque son más del 50 por ciento de la población; los

grupos étnicos tienen una representación menor a su participación en el censo poblacional;

los jóvenes, mayores de edad a partir de los 18 años, no pueden ser elegidos sino a partir de

los 25 años en la Cámara de Representantes y los 30 años en el Senado; y grupos de

minorías como la población LGBTI solo cuentan con un representante a la Cámara y una

senadora abiertamente diversos.

Y en cuanto a la desfavorabilidad del Congreso y de los partidos políticos solo basta con

revisar algunas de las principales encuestas de opinión del país según las cuales ambas

instituciones siempre han mostrado grandes niveles de desfavorabilidad, que en ocasiones

han llegado a superar el 90 por ciento, como se ve en las gráficas 1 y 2.

Estos elementos ratifican la crisis de representación política que vive hoy Colombia y que

ha sido constante en las últimas décadas (quizás con algunas pequeñas excepciones durante

algunos años del Gobierno del expresidente Álvaro Uribe, cuando las instituciones gozaron

de cierta favorabilidad). Ya desde 1995, a cuatro años de promulgada la Constitución, la

investigadora antioqueña María Teresa Uribe, del Instituto de Estudios Políticos de la

Universidad de Antioquia, se encargaba de analizar lo que ella llamó “la crisis en el aparato
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estatal y en los sistemas de representación”. Una situación que llevó a varios esfuerzos de

reforma política que, sin embargo, tampoco han logrado mejorar la calidad de la

democracia liberal representativa.

Gráfica 1
Favorabilidad del Congreso de la República desde el 2000 hasta el 2021

Fuentes: Encuesta Invamer Poll 2021.

Gráfica 2
Favorabilidad de los partidos políticos desde el 2007 hasta el 2021

Fuente: Histórico de favorabilidad de los partidos políticos en la Encuesta Invamer Poll.
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Hoy, la discusión se enmarca en una crisis global de la democracia liberal y Colombia, sin

ser ajena a este fenómeno, sigue teniendo el reto de resolver institucionalmente cómo

legitimar el sistema democrático o encontrar nuevas formas para ejercer el “gobierno del

pueblo”.

3. PARTICIPACIÓN ELECTORAL: EL PROBLEMA DEL

ABSTENCIONISMO

Sobre la participación electoral, los académicos siempre empiezan por diferenciarla de la

participación política y asegurar que es tan solo una forma o manifestación de esta. La

participación electoral no es entonces otra cosa que el ejercicio del voto en certámenes

electorales de regímenes democráticos para la toma de decisiones.

Como asegura Mark N. Franklin (2001) en su texto ‘The dynamics of electoral

participation’:

La participación es el alma de la democracia, que involucra a diferentes números de

personas en diferentes actividades en diferentes momentos. El mantenimiento de

organizaciones partidarias viables requiere el compromiso de algunas personas

durante un período considerable. Campañas, cabildeo o protestas requieren un

mayor compromiso por parte de más personas, pero en un período más corto. Votar

requiere un compromiso mínimo por un período breve, pero involucra por mucho al

mayor número de personas. En un libro que trata principalmente sobre elecciones,

parece natural enfocarse en votar. De hecho, la salud de una democracia se ve a

menudo en términos de su nivel de participación (Traducción propia pg. 2).

De hecho, en la misma línea, Dieter Nohlen (2004), uno de los mayor estudiosos y analistas

en temas electorales, explica que la participación electoral es la más importante forma de

participación política. Para lo cual, argumenta las siguientes razones:
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1) La primera razón es de tipo sociológico: la participación electoral es la más

democrática e igualitaria. Incluye la mayor cantidad de ciudadanos y, al mismo

tiempo, garantiza la participación más igualitaria de los miembros de la sociedad.

2) La segunda razón es de índole política: la participación electoral es el más central

de los canales de vinculación del electorado y de sus preferencias políticas con el

poder que se manifiesta en su elección de los representantes y mandatarios

ejecutivos.

3) La tercera razón es que a través de esta vinculación tipo entrada (input), toda la

sociedad se vincula, o está afectada de forma vinculante, por el resultado (output);

es decir la legislación, por un lado, y el desarrollo económico y social, por el otro,

como producto en parte de las políticas llevadas a cabo por los gobernantes

(Nohlen, 2004, pg. 4).

Así las cosas, la participación electoral se ha consolidado como condición necesaria para la

democracia, pero también como talón de Aquiles para su legitimidad, en tanto siempre ha

existido el debate al respecto de qué tan democrática es una decisión tomada por minorías

cuando la mayoría del pueblo decide no acudir a las urnas.

Dicho en otras palabras, en tanto “las elecciones son el componente esencial de la

democracia y la forma moderna de expresión de ese proceso de selección que es el sufragio

o voto (…) lleva a la reflexión acerca de cuánta participación política electoral es necesaria

para considerar a un sistema como democrático, o expresado de otra manera, cuánta

abstención puede tolerar una democracia” (Registraduría Nacional del Estado Civil, 2013,

pg. 9 y 10).

Conceptualizada la participación electoral queda claro y es evidente la necesidad de teorizar

al respecto del abstencionismo, no solo porque es la antítesis de la participación electoral

sino porque se constituye como uno de los principales problemas de las democracias, pues

cuestiona su legitimidad.
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En el Diccionario Electoral del Instituto Interamericano de Derechos Humanos (2017) se

define el abstencionismo como “la no participación en la votación de quienes tienen

derecho a ello”. Para ser más específicos, “el abstencionismo electoral es el indicador

negativo de la participación política: muestra el porcentaje de los no votantes sobre el total

de los que tienen derecho de voto” (pg. 1).

Ahora bien, las causas del abstencionismo han sido motivo de múltiples estudios y debates

académicos. En el documento Abstencionismo electoral en Colombia: una aproximación a

sus causas, que realizó en el 2013 el Centro de Estudios en Democracia y Asuntos

Electorales (CEDAE) de la Registraduría Nacional del Estado Civil, se hace un recuento de

algunos de ellos y se presentan los factores que determinan el abstencionismo.

Lo primero que hay que mencionar es que hay diversos tipos de abstención. El CEDAE,

citando a Thompson (2007), presenta la “abstención activa” como aquella que incluye no

solo a quienes no asistieron a las urnas, sino también a quienes votaron en blanco, no

marcaron el tarjetón o anularon su voto. Este tipo de abstención supone que esta es una

decisión voluntaria, consciente y racional de los ciudadanos, y diferencia el abstencionismo

con el ausentismo.

Sin embargo, para este trabajo no se tendrá en cuenta la teoría de Thompson de diferenciar

el ausentismo del abstencionismo, sino que se entenderá este último como la población que,

pudiendo votar, no ejerce su derecho.

Este abstencionismo puede responder a factores ajenos a la voluntad del ciudadano.

Thompson llama a este tipo de abstencionismo como “estructural”, en el cual se incluyen

factores como los problemas de la propia estructura del proceso electoral, por ejemplo, la

distancia de los puestos de votación, o factores más coyunturales como las condiciones

climáticas o la imposibilidad del votante de asistir a la urna por razones de enfermedad,

viajes, disponibilidad, etc.

Blais (citado por CEDAE, 2013), expone cuatro razones por las que la gente decide votar

en lugar de abstenerse: “1) perciben que los beneficios son mayores a los costos; 2)
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adhieren al criterio de que un “buen ciudadano” debe votar en cada elección; 3) piensan en

términos grupales; y 4) tienen un “lado” en la elección” (pg. 14).

Todas estas responden a una elección racional de la participación electoral; sin embargo, el

informe también presenta una serie de factores socioeconómicos como determinantes de

esa participación/abstencionismo. “La gente participará en virtud de la posesión o no de una

variedad de recursos: tiempo, dinero y destrezas o conocimientos cívicos” (CADAE, 2013).

En ese sentido, hay dos elementos que son determinantes para la participación electoral o el

abstencionismo, fuera de las causas estructurales o ajenas a la voluntad del votante. El

primero es la percepción que tienen los ciudadanos sobre la capacidad del sistema para

contribuir a resolver sus problemas y sobre la transparencia o la corrupción que perciben

tanto en la institucionalidad electoral como en el régimen político.

El segundo responde a lo que podría llamarse la “cultura política” determinada por la

educación y la pedagogía. Como dice Uribe (1995):

Esta demanda de pedagogía ciudadana alude a la percepción según la cual, las

ciudadanías imaginarias o de baja intensidad, responden a una ausencia de

ilustración, saber y conocimiento. El ciudadano no participa en la elección de sus

gobernantes porque ignora que es el depositario de toda soberanía, no reclama

sus derechos porque no sabe que los tiene o desconoce los procedimientos,

mecanismos y formalidades que sería necesario llenar para restablecerlos y porque

desconoce cuál es la rama del poder o la institución que se ocupa del caso

específico de su reclamo, o simplemente porque carece de habilidades y destrezas

para moverse en esa esfera laberíntica y abstrusa de burocracias, funciones y

procedimientos que le otorgan a lo público una cierta opacidad y una atmósfera de

secreto y saber esotérico completamente ajena a la cotidianidad del ciudadano

corriente, desvirtuando así su deber: ser claro y transparente (pg. 21).

En el caso colombiano, el país ha tenido a lo largo de su historia unos altos índices de

abstención electoral. De acuerdo con la Registraduría Nacional del Estado Civil (2013), sin
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contar las elecciones presidenciales del 2018, en las últimas 56 elecciones de presidentes se

ha tenido una participación en promedio de tan solo el 46 por ciento del censo electoral.

Y si se tienen en cuenta los mecanismos democráticos de orden nacional diferentes a las

elecciones del poder ejecutivo y legislativo que han tenido lugar en la historia del país

después del Frente Nacional (el referendo del 2003, el plebiscito para refrendar los

Acuerdos de Paz con las Farc en el 2016 y la Consulta Popular Anticorrupción del 2018)

las cifras del abstencionismo son aún mayores: en el referendo solo una de las preguntas

alcanzó el 25 por ciento de participación requerido por Ley; en el plebiscito el 62,6 por

ciento de los colombianos aptos para votar no acudió a las urnas; y en la consulta popular ni

siquiera el 33,3 por ciento del censo electoral salió a votar.

En cuanto a las elecciones parlamentarias la situación es igual de lamentable. El

abstencionismo colombiano es uno de los más altos del mundo y sus cifras están muy por

encima del promedio mundial y de los países americanos, como lo muestra el Internatiotal

Institute for Democracy and Electoral Assistance (ver gráfica 3). El promedio mundial de

participación electoral ha estado siempre por encima del 65 por ciento y con periodos en

que supera incluso el 80; para las Américas, este promedio siempre ha superado el 60 por

ciento y ha alcanzado periodos por encima del 75. Mientras tanto, para el caso colombiano

solo en dos ocasiones ha superado el 60 por ciento y en general demuestra una tendencia

baja, por debajo del 50 por ciento y con periodos en que incluso ha descendido a menos del

35 por ciento de participación electoral.
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Gráfica 3
Participación electoral en elecciones parlamentarias de Colombia comparado con el

promedio mundial y el promedio de las América

Fuente: International Institute for Democracy and Electoral Assistance

Y a partir de la Constitución de 1991, que con la apertura política y democrática se

proponía también propiciar una mayor participación electoral, el aumento de la asistencia a

las urnas no ha sido significativo. Como se ve en la gráfica 4, el porcentaje de abstención

electoral en todas las elecciones desde que entró en vigencia la carta magna ha superado el

50 por ciento, e incluso en 1996 alcanzó un 67 por ciento, es decir que solo una tercera

parte de las personas aptas para votar decidió asistir a las urnas a cumplir con el deber del

voto.

Queda claro, pues, que el objetivo de reducir el abstencionismo que se planteaba también la

Constitución de 1991 no ha terminado de cumplirse, ni siquiera a pesar de los esfuerzos de

reformas o los trabajos que ha llevado a cabo la Registraduría Nacional del Estado Civil por

establecer incentivos electorales o por fortalecer la presencia de la institucionalidad a lo

largo del país.
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Gráfica 4

Participación electoral y abstención en las elecciones de Congreso (1978-2010)

Corporación Año Potencial
electoral

Total
votos

Porcentaje
votación

Abstención Porcentaje
abstención

Senado 1978 12.519.719 4.169.834 33,31 8.349.885 66,69
Cámara 1978 11.220.529 4.180.121 37,25 7.040.408 62,75
Senado 1982 13.721.607 5.579.357 40,66 8.142.250 59,34
Cámara 1982 13.721.609 5.584.037 40,70 8.132.572 59,30
Senado 1986 15.839.754 6.869.435 43,37 8.970.319 56,63
Cámara 1986 15.839.754 6.909.840 43,62 8.929.914 56,38
Senado 1990 13.779.188 7.654.150 55,55 6.125.038 44,45
Cámara 1990 13.779.188 7.631.694 55,39 6.147.494 44,61
Senado 1991 15.037.528 5.486.394 36,48 9.551.134 63,52
Cámara 1991 15.037.528 5.486.540 36,49 9.550.988 63,51
Senado 1994 17.028.961 5.566.407 32,69 11.462.554 67,31
Cámara 1994 17.028.961 5.507.381 32,34 11.521.580 67,66
Senado 1998 20.767.388 9.461.328 45,56 11.306.060 54,44
Cámara 1998 20.767.388 9.471.113 45,61 11.296.275 54,39
Senado 2002 23.998.685 10.297.405 42,91 13.701.280 57,09
Cámara 2002 23.998.685 10.447.720 43,53 13.550.965 56,47
Senado 2006 26.595.171 10.793.408 40,58 15.801.763 59,42
Cámara 2006 26.595.171 10.663.183 40,09 15.931.988 59,91
Senado 2010 29.861.699 13.209.389 44,24 16.652.310 55,76
Cámara 2010 29.861.699 13.191.277 44,17 16.670.422 55,83
Senado 2014 32.835.856 14.310.367 43,58 18.525.489 56,42
Cámara 2014 32.835.856 14.309.641 43,57 18.526.215 56,43
Senado 2018 36.493.318 17.341.749 48,85 19.151.569 51,15
Cámara 2018 36.493.318 16.962.109 46,48 19531209 53,52

Fuente: Registraduría Nacional del Estado Civil – Elaboración propia (2021)

21



4. LA VOZ DE LOS CONSTITUYENTES

La Asamblea Nacional Constituyente que se conformó en 1991 para redactar una nueva

carta política que reemplazara la Constitución de 1886 estuvo compuesta por 70

constituyentes con voz y voto, y otros cuatro miembros que representaban a movimientos

insurgentes y que tendrían voz en las discusiones, pero no voto en las decisiones.

Las elecciones para conformar la Asamblea Constituyente se realizaron el 9 de diciembre

de 1990 y, tal como lo reseñó el periódico El Tiempo en su artículo del día siguiente, la

abstención fue la mayor protagonista de la jornada. “La abstención, con un abrumador 73

por ciento, fue la gran triunfadora en la jornada electoral de ayer, en la que los colombianos

aprobaron e integraron la Asamblea Nacional Constituyente” (El Tiempo, 1990).

Tras estos comicios, la Asamblea quedó conformada de la siguiente manera: el Partido

Liberal (25 escaños), la Alianza Democrática M-19 (19 escaños), el Movimiento de

Salvación Nacional (11 escaños), el Partido Social Conservador (9 escaños), el Movimiento

Unión Cristiana (2 escaños), la Unión Patriótica (2 escaños) y los movimientos indígenas (2

escaños).

En este trabajo, como ya se mencionó anteriormente, se entrevistó a un representante de

cada uno de los partidos, con excepción de los movimientos indígenas (a quienes no fue

posible contactar) y del Movimiento Unión Cristiana (cuyos miembros ya fallecieron). Se

diseñó un formulario (se encuentra como anexo al final de este trabajo) para unas

entrevistas semiestructuradas, que se llevaron a cabo de manera virtual a través de la

plataforma StreamYard entre el 7 de julio y el 26 de agosto de 2021, justo cuando se

conmemoraban los 30 años de entrada en vigencia de la Constitución Política de 1991.

Como dos de los copresidentes de la Asamblea Nacional Constituyente ya fallecieron

(Álvaro Gómez Hurtado y Horacio Serpa) y el tercero (Antonio Navarro) no accedió a ser

entrevistado, se tomó la decisión de buscar representantes de cada uno de los partidos que

aceptaran la invitación y su orden de presentación en este trabajo no responde a ningún

criterio.
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4.1. Perfiles de los constituyentes entrevistados

A continuación, se presenta un breve perfil de cada uno de los entrevistados, que permite

conocer su experiencia y formación de cara a las discusiones sobre la representación

política y la participación electoral. Los perfiles fueron construidos a partir de la

información pública y datos suministrada por los constituyentes, y demuestran el alto perfil

de cada uno de ellos y su relevancia en la vida nacional.

Del Partido Liberal Colombiano se entrevistó a

Fernando Carrillo, quien además fue uno de los

miembros del movimiento estudiantil que abogó por

convocar la Constituyente. Carrillo es abogado y

economista de la Pontificia Universidad Javeriana,

máster en Leyes y Finanzas Públicas de la

Universidad de Harvard y máster en Administración

y en Políticas Públicas de la Escuela de Gobierno John F. Kennedy de la misma

universidad. A lo largo de su vida se ha desempeñado como ministro de Justicia, ministro

del Interior, embajador de Colombia en España, director de la Agencia Nacional de Defensa

Jurídica del Estado, representante del BID en París y Brasil, y más recientemente como

procurador general de la Nación.

De la Alianza Democrática M-19 se entrevistó a María

Teresa Garcés, abogada de la Pontificia Universidad

Javeriana y con Estudios Profundos en Derecho Público

de la Universidad La Sorbona de París. Garcés se ha

desempeñado como magistrada del Tribunal Contencioso

Administrativo del Valle del Cauca y del Consejo

Nacional Electoral, relatora de la Sala Constitucional de

la Corte Suprema de Justicia y Veedora Distrital de

Bogotá.
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Del Movimiento de Salvación Nacional se

entrevistó a Juan Carlos Esguerra, también abogado

de la Pontificia Universidad Javeriana, especialista

en Ciencias Socioeconómicas de la misma

universidad y con una maestría en Derecho de la

Universidad de Cornell, en Estados Unidos.

Esguerra, además de haber sido profesor y decano

de Derecho, en su vida pública ha ejercido como viceministro de Comunicaciones, ministro

de Defensa, ministro de Justicia, embajador ante Estados Unidos, conjuez del Consejo de

Estado y de la Corte Constitucional, y juez ad hoc de la Corte Interamericana de Derechos

Humanos.

Del Partido Conservador se entrevistó a Hernando

Yepes Arcila, doctor en Derecho de la

Universidad de Caldas quien se ha desempeñado

como magistrado de la Corte Suprema de Justicia,

magistrado del Consejo Superior de la Judicatura,

director jurídico de la Federación Nacional de

Cafeteros, ministro del Trabajo y Seguridad

Social, además de haber sido profesor de Derecho en varias universidades y de haber

escrito diferentes publicaciones sobre constitucionalismo, derecho y el sistema político

colombiano.

Por último, de la Unión Patriótica se entrevistó a Aida

Abella, pedagoga y psicóloga de la Universidad

Nacional de Colombia. Abella trabajó en el Ministerio

de Educación Nacional, fue dirigente sindical,

concejal de Bogotá, miembro del Partido Comunista,

secretaria general de la Central Unitaria de

Trabajadores (CUT), presidenta de la Unión
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Patriótica, candidata a la vicepresidencia y más recientemente senadora de la República por

este mismo partido político.

4.2. Una mirada al análisis de los constituyentes de la crisis de representación política

y del abstencionismo

Las entrevistas realizadas para este trabajo final buscaban que los constituyentes

reflexionaran sobre por qué, a 30 años de promulgada la Constitución Política de 1991, dos

de sus objetivos (mejorar la representación política de los colombianos y aumentar la

participación electoral) no se han consumado. Para esto, se indagó sobre lo que falló en el

mismo proceso constituyente, lo que falló en la implementación de la Constitución y los

factores externos que afectan esta realidad. Igualmente, se cuestionó sobre los caminos para

superar esta situación y algunas reflexiones generales sobre la democracia, la participación

ciudadana, la forma de elección de los congresistas, el voto obligatorio y la crisis de la

democracia liberal.

Este capítulo se plantea, entonces, sintetizar algunas de sus respuestas e hilar una discusión

sobre lo que ha llevado a Colombia a tener una crisis de representación política y una de las

democracias con menor participación electoral en el mundo, así como sus propuestas para

transformar esta realidad. Para eso, se utilizarán fragmentos extensos de las respuestas de

los constituyentes de manera que se respete la complejidad de sus argumentos, que por lo

demás el lector podrá ampliar en los anexos de este trabajo.

“La Constitución no tiene la culpa”

Al revisar las respuestas que los constituyentes dieron en las entrevistas, salta a la vista que

la mayoría de ellos no ven en la Constitución y el diseño normativo la responsabilidad de

estos problemas. Con excepción de Hernando Yepes, quien consideró que desde la misma

Asamblea Nacional Constituyente hubo un problema por la incapacidad y el

desconocimiento técnico que la mayoría de los constituyentes padecían sobre la ingeniería

institucional, la teoría constitucionalista y el andamiaje y efectos del diseño del sistema
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electoral, todos los demás consideran que los problemas vinieron con la posterior

implementación de la Constitución y los factores externos que la han acompañado durante

estos 30 años.

“A pesar de ser tan evidente esa crisis, la Constitución fue relativamente ciega al problema.

Es cierto que produjo unas instituciones, pero le quedó grande. Careció de consciencia

política y conocimientos técnicos suficiente para haber penetrado las razones de esa

realidad, de esa pérdida de legitimidad de los actores políticos predominantes del momento

y de la necesidad de recuperar la legitimidad de las instituciones a través de la provisión al

sistema de unos nuevos equipamientos. Había un déficit de conocimientos técnicos acerca

de, por ejemplo, los efectos de ingeniería constitucional que tiene el régimen electoral”,

aseguró Yepes.

El error de inhabilitar a los constituyentes

Así, de manera unánime, todos reconocen que fue un error haberse inhabilitado para

participar de las elecciones al Congreso que ocurrieron inmediatamente después de la

promulgación de la Constitución. Esto, argumentan, llevó a que la misma clase política

continuará utilizando las costumbres deleznables que había usado históricamente y

desvirtuara, de esa manera, el espíritu de la Constitución.

De manera, pues, que todos reconocen en factores externos como la permanencia de la

corrupción, del clientelismo y de la exclusión social buena parte de las razones que, por un

lado, generan un descontento de la ciudadanía hacia el sistema democrático y electoral que

los aleja de las urnas; y, por otro lado, de manera conexa ocasiona que las mayorías

ciudadanas no se sientan representadas por el Congreso y los partidos políticos,

ocasionando una crisis de representación política y poniendo contra las cuerdas a la

democracia misma y sus instituciones.

En palabras de Fernando Carrillo: “A 30 años de la Constitución el único error que no

podemos cometer es culpar a la Constitución de asuntos que tienen que ver con la forma

como se hace la política en Colombia. Y yo creo que ahí está la respuesta. Tiene que ver

con la cultura política y con una serie de prácticas que terminaron durante los 150 días de la
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Constituyente pero que volvieron en la elección inmediatamente después a raíz de la

negociación que hubo en el marco de la revocatoria del mandato del Congreso que

inhabilitó a los constituyentes. No es un problema de diseño constitucional. Es un problema

de instituciones informales, como dice la teoría institucionalista. Todo ese sueño de

volverle la majestad, el pudor, la preminencia a la política en el sentido griego como arte

del bien común simplemente se quedó en los 150 días de la Constituyente. Ese fue un

escenario donde la clase política fue derrotada, pero fue un sueño bastante efímero. En la

negociación que comandó el expresidente Alfonso López Michelsen en junio de 1990, que

implicó que se aceptaba la revocatoria del mandato del Congreso pero que se creaban las

inhabilidades para los constituyentes que de alguna manera éramos los protagonistas del

nuevo país, se le puso un freno de mano al cumplimiento de la misma Constitución. Y a

partir de ahí lo que hemos visto simplemente es lo peor de la forma de hacer política en los

últimos treinta años: el clientelismo, el trueque, el financiamiento de los partidos en un

mercado de intercambio de pesos, de votos, de contratos; y por ende la erradicación de las

costumbres políticas, que no se le puede atribuir a un diseño constitucional, no se dio

porque las prácticas políticas de Colombia se mantuvieron incólumes después de la

Constituyente. Las grandes contrarreformas de la Constitución del 91 no han sido normas

constitucionales, sino partidos que simplemente trataron de no acatar el espíritu de la

Constitución y por lo cual 30 años después el gran desafío sigue siendo aplicarla y

desarrollarla en cuanto a la transformación de la cultura política y de las costumbres

políticas”. 

Ética pública y cultura política, dos elementos clave para superar la crisis

Sobre estas realidades contextuales determinantes del abstencionismo y la pobre

representación política, todos los constituyentes reconocieron la necesidad de que debe

haber un cambio principalmente en la ética de los funcionarios públicos y los

representantes electos. Sin embargo, sus respuestas no esbozan acciones puntuales para

lograr ese cambio más allá de una “debida educación cívica”, el aumento de la “cultura
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política” y el “fortalecimiento de los partidos políticos”, asuntos todos que, aunque

importantes, parecen propuestas escuetas, sin contenido y sin una ruta para lograrse.

María Teresa Garcés lo resume de la siguiente manera: “El rasero moral de este país está

por los suelos. Aquí ética social en materia política no hay. Y mientras eso siga así, usted

puede cambiarles el nombre a las instituciones, nombrar el "Tribunal Disciplinario de la

Financiación de las Campañas", lo que usted quiera, pero si a los distintos cargos llega

gente que no tenga ética y que no quiera cumplir las normas y darle confianza a la gente no

se logra nada. El tema del diseño es relativo. Podemos cambiar 20 mil veces el diseño que

si llegan las mismas personas no cambiará nada”.

Cuestionada sobre la posibilidad de que las instituciones y sus diseños limiten la

corruptibilidad de los seres humanos, Garcés aseguró que “No se puede decir que

prevalezca la necesidad de unos seres humanos correctos para tener instituciones correctas.

Pero cuando hay gente correcta y hay reformas por hacer esa gente las hace. Si al Congreso

llega gente correcta con seguridad va a encontrar las soluciones y va a hacer las reformas

que deben hacerse”.

La educación sigue fallando

Precisamente sobre esa necesidad de una cultura política más ajustada al bien común y a la

participación democrática, los constituyentes también reconocieron que las instituciones

estatales no han hecho los esfuerzos suficientes para propiciar la educación y la pedagogía

que instruya a los ciudadanos en los beneficios y la importancia de la democracia y de la

Constitución, muy a pesar de que la misma Carta Política así lo estableció.

“Se ha avanzado en alguna medida, pero la verdad es una medida menor. No se le ha dado

cumplimiento a otra creación de la Constitución del 91 que hizo que fuera obligatoria la

enseñanza de la instrucción cívica y de la Constitución en todos los establecimientos

educativos. Pero además el asunto debería comenzar en los hogares, creando una cultura

cívica en los hijos, porque vivimos en una cultura bastante poco solidaria, egoísta y poco
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participativa. El resultado es que la gente no se siente seducida por el interés público. En

esa materia nos falta profundizar mucho en educación”, acotó Juan Carlos Esguerra.

En el mismo sentido se pronunció Aida Abella, quien considera que buena parte de los

problemas se pueden resolver por medio de una educación que cultive el sentido crítico en

los menores. “Aquí tiene que haber gente educada o de lo contrario la gente va a seguir

siempre mendigándole al político. El ciudadano debe entender que la democracia no es

echar votos un día en una urna, sino que es propender por el bienestar de todos los

ciudadanos”, agregó Abella.

El Consejo Nacional Electoral: una reforma necesaria

En términos de diseño institucional, los cinco constituyentes entrevistados coincidieron en

la necesidad de reformar el Consejo Nacional Electoral para alejarlo de los intereses de los

partidos políticos que lo eligen. De esta manera, arguyen, se garantizarían elecciones más

transparentes y confiables que ayudarían a fortalecer a los partidos y a devolverle la

confianza en el sistema a la ciudadanía. Igualmente, se mostraron unánimes en la necesidad

de cambiar la forma de la financiación de las campañas políticas, al considerar que debería

ser mayoritaria o exclusivamente pública, y que los topes deberían ser más limitados y

mejor escrutados.

Sobre el CNE, María Teresa Garcés, quien fue magistrada de este órgano, asegura lo

siguiente: “Lo que estableció la Constitución era que el Consejo de Estado debía nombrar a

los miembros del CNE y creo que hubo juristas muy importantes nombrados por el Consejo

de Estado. Los candidatos debían reunir unas condiciones importantes de trayectoria, de

idoneidad, de conocimiento, de experiencia, pero lo que hizo una posterior reforma política

fue cambiar las normas de juego del CNE para que fuera elegido básicamente por los

partidos mayoritarios en el Congreso. Eso lo convirtió en un apéndice de los partidos y eso

no da garantías. Así se ha demostrado durante estos años. Por ejemplo, según el CNE, la

multinacional Odebrecht no financió nada aquí en Colombia. Entonces en Brasil los que

financiaron dicen que sí financiaron y en Colombia las instituciones dicen que no. ¿Eso qué

confianza le puede dar a la gente? Y como ese caso, ha habido varios. También estuvo la

29



financiación con dineros del narcotráfico en el Gobierno de Ernesto Samper, que fue

absolutamente probada con testimonios y documentos, pero no pasó nada. (…) Es necesario

darle credibilidad a la gente sobre las elecciones y sobre la organización electoral en

general. Por eso creo que hay que hacer un gran esfuerzo en reformar esa organización

electoral. El futuro de la democracia colombiana pasa por una organización electoral

técnica y sin ningún nexo con los políticos. Fíjese que grandes crisis como la de Venezuela

tiene que ver con el sistema electoral. La gente piensa que no vale la pena votar porque hay

unos tipos que ya tienen amañadas las elecciones”. 

Cambiar la financiación de las campañas

Sobre la financiación pública de las campañas, Fernando Carrillo considera que podría ser

una solución a buena parte de los problemas del sistema político colombiano y de la

corrupción. “Yo creo que la financiación de los partidos y de las campañas sigue siendo el

origen de todos los males de la corrupción en la política por algo muy sencillo. Al no tener

límites, al tener unas autoridades electorales débiles como el Consejo Nacional Electoral

pues simplemente las prácticas que se vienen ejerciendo en este país, en materia de

financiamiento de elecciones y de partidos, son las mismas que están infestadas de

corrupción desde el comienzo hasta el final. Debemos lograr el financiamiento público

completo. Aquí adoptamos un régimen mixto, que no es el europeo con financiación

pública pero tampoco el norteamericano con financiación privada”, explica Carrillo. 

El voto obligatorio: una propuesta que sigue sin convencer

En línea con los debates y las decisiones que tomó la Asamblea Constituyente hace 30

años, ninguno de los entrevistados se mostró a favor de establecer el voto obligatorio ni

siquiera como una medida de choque para aumentar la participación electoral. Algunos,

como Aida Abella, porque siguen creyendo que dentro de la libertad también está la

posibilidad de decidir si se asiste a las urnas; y otros porque consideran que podría traer

más efectos negativos que positivos, al crear un mercado del voto aún más barato del que

opera en la actualidad.
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Hernando Yepes lo resumió de la siguiente manera: “Me temo que el remedio del voto

obligatorio es peor que la enfermedad, pues abarata el costo del voto en personas que igual

no tendrán conciencia del valor o prestigio de su voto; operaría una lógica de ‘si igual tengo

que ir, me da lo mismo por cuál voto y cuál me compre’”.

Nuevas formas de representación política y de elección

Eso sí, varios reconocieron la necesidad de cambios en la manera como se eligen los

congresistas y algunos incluso plantean formas de democracia alterna a la representativa

para fortalecer el sistema y dotarlo de legitimidad. La senadora Aida Abella reivindica la

necesidad de que las listas que los partidos presenten en las elecciones al Congreso de la

República deben ser cerradas para fortalecer la identidad ideológica de los movimientos y

aumentar la representación de las mujeres. Juan Carlos Esguerra y María Teresa Garcés ven

en distritos electorales más reducidos una buena opción para que los ciudadanos tengan

mayor control político sobre sus representantes. Y, por su parte, Fernando Carrillo cree que

los mecanismos de la democracia representativa deben acompañarse de otros instrumentos

como la democracia por sorteo o la democracia directa que permitiría participar

activamente, por ejemplo, en las decisiones presupuestales a través de las nuevas

plataformas digitales.

“En países como Australia, Nueva Zelanda o algunos estados de Canadá, la validación de

muchas reformas políticas viene por cuenta de lo que se llaman las asambleas populares,

que son asambleas democráticas con ciudadanos escogidos al azar. Frente a la dificultad de

la representatividad, se crean los "minipúblicos" que consisten en grandes encuestas en las

que se expresan no solo opiniones, sino que se vuelven en herramientas de democracia

deliberativa. Se tiene un dictamen de unos expertos y se somete al dictamen deliberado de

ciudadanos de a pie escogidos al azar. Y resulta que así es como se legitiman muchas

decisiones populares en este momento. Todas esas nuevas formas de participación

democrática son las que necesitamos poner en marcha. La democracia ya no solo es

representativa sino deliberativa y la digitalización permite hacerlo. Nos falta un poco de

visión y de creatividad para incorporar a la democracia no solo mecanismos de
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representación sino de deliberación y sorteo que son esenciales para seguir fortaleciendo la

democracia”, propuso Carrillo.

Transparencia para incentivar el voto

Sobre los caminos para solucionar el abstencionismo, además de las referencias al

fortalecimiento de los partidos políticos, la profundización de la cultura del voto a través de

la educación y la reforma al Consejo Nacional Electoral, Carrillo explicó que una

transformación pequeña pero que podría tener un efecto positivo es agregar transparencia

en la forma en que se escrutan los votos de manera que la ciudadanía retome la confianza

en el sistema electoral.

“El año pasado en el marco de la discusión del nuevo código electoral mencionamos, por

ejemplo, que era necesaria la sistematización de las mesas de votación como una forma que

permitía tanto para los ciudadanos como para los jurados de votación una mayor

transparencia y eficiencia en su función, lo cual ayuda a garantizar el ejercicio libre del

derecho al sufragio. Si de verdad trabajamos para resolver los problemas de la gente y

solucionamos los problemas de corrupción, más colombianos se interesarán en participar en

las urnas”, añadió.

Lo claro es que todos reconocen que hoy la democracia colombiana está en crisis y

coinciden en que es necesario realizar reformas. Todos desconfían de la capacidad de la

clase política actual para autorreformarse, pero se quedan cortos en los caminos para

lograrlo y en las propuestas puntuales de diseño normativo que permitirían esa

transformación.

En últimas, reafirman que ese desconocimiento técnico que lamentaba Yepes en efecto jugó

un rol crucial en el desenlace de la Constitución y permiten concluir que futuros intentos

constituyentes o de cambios legales e institucionales deberán estar acompañados por

capacidades técnicas y conocimientos en la materia. O al menos por comisiones expertas

que asesoren la toma de decisiones en materia de diseño institucional.
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5. CONCLUSIONES

Las entrevistas con los constituyentes para reflexionar sobre los problemas de la

representación política y el abstencionismo electoral se convierten en insumos valiosos para

la historia constitucionalista y para tener en cuenta en futuros proyectos de reformas, tanto

por lo que dicen como por lo que no mencionan.

Aunque este trabajo no se proponía necesariamente llegar a soluciones de política pública

ni tampoco buscaba una revisión sistemática de las causas del abstencionismo y la crisis de

la representación política en Colombia, conocer las reflexiones de quienes estuvieron a

cargo del diseño constitucional del país sí da algunas luces en ambas direcciones. En todo

caso, no es una metodología suficiente para comprender los problemas ni para proponer

soluciones basadas en la evidencia.

A pesar de los vacíos de información y del desconocimiento que en ocasiones demuestran

los constituyentes sobre las materias de estudio de este trabajo, algunos elementos parecen

claros como rutas para enfrentar el problema del abstencionismo y de la crisis de

representación política en el país.

Dentro de estos elementos está la necesaria reforma a la institucionalidad electoral en

cabeza del Consejo Nacional Electoral. La elección de sus magistrados por parte de los

partidos con representación en el Congreso de la República se ha constituido como una

talanquera para un real contrapeso contra las irregularidades en las campañas políticas y en

su financiación, lo cual termina por perpetuar dinámicas clientelistas y corruptas en el

ejercicio público y, con esto, la desconfianza y apatía ciudadana en las elecciones y el

sistema democrático.

Esa antipatía y esa desconfianza se posicionan, de acuerdo a las reflexiones de este trabajo,

en unas de las principales causas del abstencionismo en Colombia. Hoy ya no podría

atribuirse la poca participación electoral a la ausencia de infraestructura electoral en vastos

territorios del país ni a las dificultades que impone el conflicto armado a la hora de ejercer

el derecho al voto, aunque aún haya zonas periféricas muy contadas donde esta es una
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realidad. Es en elementos paralelos como la corrupción, la falta de transparencia en las

elecciones, la no aplicación de la Ley, la impunidad y la incapacidad del sistema político de

resolver los principales problemas de la gente donde recae buena parte de ese

abstencionismo.

Esta realidad se vuelve un círculo vicioso, en tanto los ciudadanos no participan

electoralmente porque perciben corrupción, pero la corrupción no se resuelve porque la

ausencia de participación electoral conlleva que los mismos políticos que han perpetuado

estas prácticas sigan resultando electos, con excepciones notables de líderes que llegan al

Congreso de la República gracias al voto de opinión y que, de hecho, hacen esfuerzos

legislativos por combatir el clientelismo y la corrupción, la mayoría de las veces sin éxitos

contundentes.

Allí, entonces, la educación se posiciona como una de las grandes protagonistas de la

transformación que necesita Colombia. Retomar el compromiso que surgió tras la

Constitución del 91 de educar a los niños y jóvenes en asuntos cívicos y constitucionales se

vuelve un imperativo. Además, este proceso debe estar acompañado de ejercicios

pedagógicos y prácticos que les permita a los colombianos más jóvenes ver en la

democracia el modelo de gobierno que puede resolver sus problemas y los entusiasme con

la participación electoral, el control político ciudadano y las demás formas de participación

ciudadana.

Llama la atención, y valdría la pena revisarlo en el futuro en un trabajo académico, que

cada vez son más las voces que se muestran a favor de cambios en la forma de elección de

los congresistas como una manera de mejorar la representación política de los ciudadanos y

la legitimad del sistema democrático. Ideas como los distritos electorales más pequeños

para elegir a los representantes o incluso la democracia por sorteo ganan terreno en estas

discusiones, aun entre los constituyentes que podrían mostrarse más a favor de mantener el

diseño que ellos construyeron.
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Los caminos no son claros, pero la preocupación sobre la crisis de la democracia es real. Su

legitimidad como modelo de gobierno ha venido en declive tanto en Colombia como en el

mundo y, por ahora, tanto los constituyentes como el autor de este trabajo final, más que

reemplazarla, consideran que debe fortalecerse y buscarse caminos para que de verdad

contribuya a resolver los problemas de las sociedades.
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6. ANEXOS

A. Formato de entrevista semiestructurada con los constituyentes de 1991

Participación y representación política en la Constitución del 91: ¿Qué falló?

La Constitución de 1991 nació con la intención, entre otras, de lograr una apertura política
que corrigiera la limitada participación en manos del bipartidismo, integrara a los grupos
armados a la democracia, mejorara la representación de los ciudadanos y su participación
electoral. A 30 años de esa gesta, el abstencionismo sigue siendo uno de los más altos del
mundo y según las encuestas la gente sigue sin sentirse representada por los partidos
políticos y por quienes están en el Congreso de la República.

Hoy existe un multipartidismo, variadas expresiones políticas y algunos mecanismos para
que los ciudadanos puedan elegirse. Sin embargo, hay varias realidades que ponen en
entredicho esa intención de representar la pluralidad. Las mujeres representan menos del 20
por ciento de las curules, las comunidades étnicas siguen teniendo una representación
menor a su proporción en la población, los jóvenes tienen pocos representantes electos, y
diferentes grupos siguen defendiendo sus ideas políticas a través de las armas.

Representación política e inclusión

● Según las encuestas de Invamer y Datexco, tanto el Congreso de la República como
los partidos políticos han tenido históricamente una gran desfavorabilidad y en las
últimas mediciones han llegado incluso a marcar niveles superiores al 80%. Estas
dos estadísticas dejan en evidencia lo poco que se sienten representados los
colombianos por los políticos electos popularmente para representarlos en la
corporación pública de orden nacional.

● Si la Constituyente se planteó una apertura política para que los colombianos se
sintieran representados y fortalecer el sistema democrático, ¿por qué no se ha
logrado ese objetivo?

● ¿Este problema se explica por fallas desde el diseño institucional, su
implementación o factores externos?

● ¿En qué falló la Constitución para conseguir que los colombianos se sintieran más y
mejor representados políticamente?

● ¿Qué cambios legales e institucionales deberían adelantarse para que los
colombianos en efecto se sientan representados políticamente?

● ¿Cree que debe haber un cambio en la forma en que se eligen los congresistas?
¿Cómo debería ser ese cambio?

● La Constitución del 91 se planteó también profundizar la democracia liberal y
representativa. ¿Qué piensa de los cuestionamientos que en los últimos años se han
planteado a la democracia representativa? ¿Está vigente este sistema electoral?
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● ¿Por qué no se ha conseguido que esa pluralidad que se pregonaba en la
Constitución llegue al Congreso?

● ¿Qué reformas deberían adelantarse para mejorar la pluralidad y la participación
política de los colombianos?

Abstencionismo

● Una paradoja del abstencionismo es que la misma Constituyente se eligió con un
abstencionismo del 73 por ciento y desde entonces todas las elecciones se han
mantenido con un alto nivel de abstencionismo. ¿Cómo explicar ese problema
histórico?

● ¿Cómo afecta este nivel de abstencionismo la legitimidad de la democracia
colombiana?

● ¿La persistencia del abstencionismo en Colombia responde a fallas en el diseño
institucional desde la Constitución del 91, a su mala implementación durante estos
30 años o a factores externos que no se relacionan directamente con la
institucionalidad electoral?

● ¿En qué falló el diseño de la Constitución de 1991 en ese sentido?
● En los años 80 y 90, dos determinantes del abstencionismo eran la violencia y

factores estructurales relacionados con la infraestructura electoral y los puestos de
votación. ¿Cuáles considera que son los determinantes de ese abstencionismo hoy?

● La participación electoral no solo está influida por las leyes electorales, sino por la
percepción de los ciudadanos con respecto al funcionamiento del Estado, la
corrupción, la desigualdad, la deficiente prestación de servicios públicos, entre otros
temas. ¿Cómo cree que podría solucionarse el círculo vicioso en que la gente no
vota porque tiene mala percepción del Estado, pero los problemas no se resuelven
porque la gente no vota?

● En la participación electoral también juega un rol importante la pedagogía y la
educación. ¿Cómo evalúa el desempeño del Estado en ese rol y cómo mejorar su
actuación?

● Desde el 91 se han establecido una serie de incentivos para invitar a que la gente
asista a las urnas como descuentos en trámites públicos o medio día laboral libre.
¿Cree que esta es una buena estrategia o cómo debería replantearse?

● La Constitución no quiso establecer el voto obligatorio porque consideraba que la
libertad también partía de escoger si votar o no. ¿Debería establecerse el voto
obligatorio en este momento?

● ¿Qué otras reformas o acciones considera que deberían llevarse a cabo para reducir
el abstencionismo?
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B. Entrevista a María Teresa Garcés, constituyente por la Alianza
Democrática M-19

Si la Constituyente se planteó una apertura política para
que los colombianos se sintieran representados y
fortalecer el sistema democrático, ¿por qué no se ha
logrado ese objetivo?

Yo básicamente pienso que la Constitución del 91 es una
Constitución democrática y que quiso ser incluyente en
materia política. De cierta forma había un monopolio de los
dos partidos tradicionales por la herencia del Frente Nacional
y por las costumbres políticas. Y a pesar de esa voluntad de

la Constituyente y de todos los valores y principios que quedaron en la Constitución en ese
sentido, y de las reformas que la misma Constitución hizo para ser incluyente, creo que esa
Constitución no fue asumida políticamente por ninguno de los partidos ni en general por los
movimientos políticos que han tenido representación política en el Congreso. Eso se nota
en muchos temas: la ausencia de reglamentación de algunos aspectos en el tema campesino,
del desarrollo rural integral, ni siquiera con el proceso de paz el Congreso ha tenido la
voluntad de hacer esos desarrollos y el Gobierno tampoco.

La verdad es que estamos en un sistema económico que a pesar de algunas ventajas como
que Colombia haya podido exportar productos sigue representando una gran inequidad en
el país. Entonces uno puede decir que la clase política, por llamarlo de alguna manera, no
ha interpretado, no ha tenido voluntad de cumplir la constitución y cumplir con ese Estado
social de derecho. Porque no debía haber el nivel de exclusión que hay hoy en día, el nivel
de incumplimiento de los derechos económicos, sociales, culturales, políticos y del
ambiente. 

Concretamente en materia política, creo que sigue habiendo unos problemas gravísimos,
que hacen que la gente tenga un gran escepticismo frente a lo que sucede en lo público. Por
ejemplo, el más grave problema que enfrenta la gente con lo político es la corrupción. Hay
una gran corrupción en todos los niveles y eso no se corrige. También veo problemas con
los órganos de control. A nivel municipal, departamental y nacional es triste ver que los
órganos de control están aliados con la corrupción porque tienen el mismo origen político.

En los últimos años los gobiernos han tendido a hacer reformas constitucionales para
centralizar los recursos cada vez más con la justificación de que en las regiones hay mucha
corrupción, pero entonces la solución es concentrar la corrupción en Bogotá y eso ha sido
muy negativo porque el país se ha centralizado y se perdió esa gran ganancia de la
Constitución de hablar de la autonomía territorial, pero además porque el país no encuentra
la forma de llegar a todos los territorios, de atender a todas las poblaciones, de incluir a
toda la gente y por eso hay tanta inequidad. 
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¿En el diseño de la Constitución no hubo problemas que propiciaran que los
colombianos no se sintieran representados políticamente?

Yo no creo que el diseño haya sido perfecto. En materia política lo que quería era darle la
posibilidad a nuevos grupos políticos y grupos significativos de ciudadanos. Es decir, abrir
el espectro de la política para que llegaran otras gentes. Y eso se cumplió porque en un
momento dado hubo 74 partidos y movimientos, pero tampoco eso era el ideal y se excedió
la posibilidad. Por eso vino la reforma electoral, que tuvo aspectos positivos en el sentido
de tratar de fortalecer los partidos y que hubiera menos partidos. Eso es bueno porque
ordena la vida política y las bancadas. 

Pero ha habido una reforma muy negativa que es la relacionada con el Consejo Nacional
Electoral (CNE). Lo que estableció la Constitución era que el Consejo de Estado debía
nombrar a los miembros del CNE y creo que hubo juristas muy importantes nombrados por
el Consejo de Estado. Los candidatos debían reunir unas condiciones importantes de
trayectoria, de idoneidad, de conocimiento, de experiencia, pero lo que hizo una posterior
reforma política fue cambiar las normas de juego del CNE para que fuera elegido
básicamente por los partidos mayoritarios en el Congreso. Y eso lo convirtió en un
apéndice de los partidos y eso no da garantías. Así se ha demostrado durante estos años. Por
ejemplo, según el CNE, la multinacional Odebrecht no financió nada aquí en Colombia.
Entonces en Brasil los que financiaron dicen que sí financiaron y en Colombia las
instituciones dicen que no. ¿Eso qué confianza le puede dar a la gente? Y como ese caso, ha
habido varios. También estuvo la financiación con dineros del narcotráfico en el Gobierno
de Ernesto Samper, que fue absolutamente probada con testimonios y documentos, pero no
pasó nada.

Lo que pienso es que el rasero moral de este país está por los suelos. Aquí ética social en
materia política no hay. Y mientras eso siga así, usted puede cambiarles el nombre a las
instituciones, nombrar el "Tribunal Disciplinario de la Financiación de las Campañas", lo
que usted quiera, pero si a los distintos cargos llega gente que no tenga ética y que no
quiera cumplir las normas y darle confianza a la gente no se logra nada. El tema del diseño
es relativo. Podemos cambiar 20 mil veces el diseño que si llegan las mismas personas no
cambiará nada.

Pero las instituciones se crean para limitar la corruptibilidad de los seres humanos…

Yo pienso que son coetáneas. No se puede decir que prevalezca la necesidad de unos seres
humanos correctos para tener instituciones correctas. Pero cuando hay gente correcta y hay
reformas por hacer esa gente las hace. Si al Congreso llega gente correcta con seguridad va
a encontrar las soluciones y va a hacer las reformas que deben hacerse. Pero es que hacen
reformas negativas como la del CNE. Otro tema que para mí es crucial en la política es la
de la financiación de las campañas. Mientras haya plata corrupta financiando las campañas
no hay nada qué hacer. Mientras el narcotráfico, los grandes contratistas, las
multinacionales y todo el que tenga intereses en el Estado esté financiando las campañas,
este es un narcopaís. Eso se soluciona obviamente con medidas que limiten las
financiaciones y con sanciones, pero es que existen y existe un órgano que investiga. Pero
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si ese órgano simplemente dice "archivemos" o "dejemos correr los términos" pues no
habrá solución. Y ese es un tema personal, no institucional. Es político en la medida en que
ese señor corrupto está respondiendo a los mandatos de un partido. 

Usted menciona la falta de voluntad política de quienes llegaron al Congreso después
de la Constitución como uno de los determinantes que no permitió los cambios
estructurales propuestos por la Constitución. ¿Uno de los problemas es que los
constituyentes no hubieran continuado en política y se hubieran inhabilitado para las
siguientes elecciones después de promulgada la Constitución?

Sí, yo creo que ahí hubo un tema ético que jugó. Consideramos que, si se cerraba el
Congreso y se abrían nuevas elecciones, no era ético que nosotros pudiéramos llegar al
nuevo Congreso. Pero políticamente eso fue muy negativo la verdad. Y en Colombia esos
temas éticos no juegan para nada.

La Constitución del 91 se propone darles representación política a grupos
subrepresentados. Por un lado, salir del bipartidismo para que otras fuerzas políticas
pudieran integrar el Congreso, incluidos los grupos armados; y, por otro lado, la
creación de jurisdicciones étnicas y la inclusión de la mujer. Sin embargo, a 30 años de
la Constitución eso no se ha cumplido a cabalidad y la composición del Congreso no se
asemeja en proporciones a la composición de la sociedad colombiana. ¿Por qué ese no
ha sido el desenlace? 

El tema de las mujeres se debe al machismo tradicional de este país. Es que las costumbres
son demasiado difíciles de cambiar. Ahí está la norma, las mujeres somos mayoría en
Colombia y hay mujeres preparadísimas. He visto decanas en casi todas las facultades,
profesoras con doctorados en todas partes del mundo, con trayectorias importantes, pero no
les han abierto espacio para que lleguen a estos escenarios. Son partidos que no han
evolucionado y no se pusieron a tono con la Constitución tampoco. Hay demasiados
intereses privados e ilegales en el juego de la política en Colombia. No es limpia. Las cosas
no se hacen porque hay gente que no está interesada en que se hagan. 

Ahora, por ejemplo, que los jóvenes a partir de los 18 puedan llegar al Congreso es algo de
estudiarlo un poco más. En la Constituyente se hablaba de si bajar la mayoría de edad para
el voto a los 16 años. Yo nunca he estado de acuerdo con eso porque los 18 años es una
edad donde la gente se está formando y es susceptible de ser manipulada también. En el
Congreso no queremos muchachos que estén manipulados por unos u otros. Además, me
parece que tienen que hacer también méritos para poder representar. Yo no creo que gente
que no sabe qué es trabajar o no tiene una formación de un oficio o de una profesión deba
representar a otros. Yo creo que está bien que a la Cámara de Representantes se pueda
llegar a partir de los 25 años. A esa edad ya es un ser humano que tiene pleno manejo de su
vida entonces está bien que represente a otros. 
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¿El Congreso debería parecerse a la composición de la sociedad colombiana o
deberían ser colombianos de una élite intelectual que se convierten en la voz de grupos
de ciudadanos? 

Lo importante es que la persona misma tenga calidades para llegar a representar a la gente.
Si un campesino que lleva 40 años trabajando el campo y tiene criterios, maravilloso que
esté en el Congreso y debe tener la oportunidad. No se trata de tener títulos, sino de
demostrar experiencia, sensatez y que puede aportar. Yo sí pienso que las funciones de los
altos cargos son muy importantes.

¿Qué debería hacerse para mejorar esa representación política? 

Yo no creo que la Constitución deba estarse cambiando porque demuestra falta de solidez
de un país. Típico de república bananera que está improvisando, sobre todo cuando los
presidentes se quieren reelegir. Las Constituciones deben respetarse y las reformas deben
hacerse para mejorar, no como hemos visto que antes echan para atrás muchos avances.
Uno quisiera que cuando hay reformas intervinieran ante el Congreso y en las discusiones
gente pensante, gente que esté analizando por qué se va a hacer esa reforma. La Corte
Constitucional ha frenado como cinco reformas a la Constitución porque le cambiaban la
naturaleza. 

La Constitución del 91 se planteó también profundizar la democracia liberal y
representativa. ¿Qué piensa de los cuestionamientos que en los últimos años se han
planteado a la democracia representativa? ¿Está vigente este sistema electoral? 

La democracia colombiana es muy débil por la financiación de las campañas. Mientras en
Colombia se compren votos y se haga todo tipo de fraudes en las elecciones, haya trasteo
de votantes, no se fortalecerá la democracia. Eso va contra la dignidad humana. El principal
problema también es de los partidos políticos. Eso sí es muy complejo de mejorar porque
eso no se mejora con normas en la Constitución. Los partidos son lo que son. Debería haber
financiación estatal para los partidos y las campañas, pero eso es muy difícil que lo
aprueben porque los partidos tradicionales siguen queriendo financiación privada para sus
campañas. La democracia representativa sigue vigente, pero necesita esos cambios
principalmente éticos. No puede haber tanta plata en las campañas y el Estado, por ejemplo,
debe dar acceso a los medios de comunicación para que todos los contendores políticos
envíen sus mensajes.

¿Cree que debe haber un cambio en la forma en que se eligen los congresistas? 
¿Cómo debería ser ese cambio? 

Eso me parece interesante. Eso lo ha planteado John Sudarsky, que propone unos distritos
electorales más pequeños para que los ciudadanos escojan a su representante. Hay países
que lo tienen así y eso me parece interesante porque el congresista mira cómo resolver los
problemas que le plantea la gente en territorios más acotados y mejora la rendición de
cuentas. Pero fíjese que un Congreso como el que tenemos hoy en día no puede estudiar
una reforma importante porque están completamente polarizados. Yo también creo que
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debe cambiarse la forma de hacer política. Cuando fui veedora distrital de Bogotá vi esas
prácticas corruptas y alejadas del respeto en que funcionan los cuerpos colegiados. Es esa
politiquería barata que se trata es de destruir y destruir, pero no es sentarse para revisar lo
que le conviene a la sociedad. La democracia está en una crisis terrible y esa posibilidad de
los distritos puede ayudar a que quienes están en los cargos sí rindan cuentas a la gente que
los eligió porque la costumbre es que las promesas son de campaña y después a nadie le
importa, ni al electo ni al elector. También es cierto que nos falta mucha cultura política
para exigir y ser más críticos. 

¿Qué reformas deberían adelantarse para mejorar la pluralidad y la participación
política de los colombianos?

Habría la posibilidad de que los representantes de los indígenas y afrocolombianos fueran
más, pero eso habría que trabajarlo más. Porque tampoco se trata de tener un Congreso
corporativo donde cada grupo está defendiendo sus intereses porque se necesita sobre todo
que la gente tenga visión de país y que esté comprometida con los problemas del país. El
problema es que la totalidad de los congresistas deberían representar los intereses
nacionales vengan de donde vengan. Por ejemplo, en Chile están discutiendo si le deben
cambiar el nombre a la República porque se lo inventaron los españoles, pero a mí me
parece que es perder el tiempo en bobadas. 

Una paradoja del abstencionismo es que la misma Constituyente se eligió con un
abstencionismo del 73 por ciento y desde entonces todas las elecciones se han
mantenido con un alto nivel de abstencionismo. ¿Cómo explicar ese problema
histórico?

El abstencionismo tiene raíces históricas muy profundas. Durante toda la historia
republicana y hasta el plebiscito de 1957 no hemos logrado trabajar en equipo nunca. En el
siglo XIX todo el tiempo guerras civiles y en el siglo XX varias guerras también. Y la
solución siempre era que cuando se ganaba una guerra entonces había que hacer una
Constitución, que era la imposición del ganador. La del 91 es la única Constitución que
hemos hecho de acuerdo todos los sectores. Perfecta no es, pero sobre todo en esa materia
política se estaba innovando, un esfuerzo por mayor representatividad y en eso yo creo que
cumplió su cometido. Pero con el sistema electoral ha habido una gran desconfianza
históricamente. Siempre el que perdía las elecciones decía que había sido por trampa. Por
eso considero, además porque fui miembro del Consejo Nacional Electoral, que es
necesario darle credibilidad a la gente sobre las elecciones y sobre la organización electoral
en general. Por eso creo que hay que hacer un gran esfuerzo en reformar esa organización
electoral. El futuro de la democracia colombiana pasa por una organización electoral
técnica y sin ningún nexo con los políticos. Fíjese que grandes crisis como la de Venezuela
tiene que ver con el sistema electoral. La gente piensa que no vale la pena votar porque hay
unos tipos que ya tienen amañadas las elecciones. 

En efecto, la participación electoral no solo está influida por las leyes electorales, sino
por la percepción de los ciudadanos con respecto al funcionamiento del Estado, la
corrupción, la desigualdad, la deficiente prestación de servicios públicos, entre otros
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temas. ¿Cómo cree que podría solucionarse el círculo vicioso en que la gente no vota
porque tiene mala percepción del Estado, pero los problemas no se resuelven porque
la gente no vota?

Un fenómeno que cada vez es peor es que los partidos políticos realmente no tienen nada de
partidos. ¿Cuáles son los planteamientos del Partido de La U, de Cambio Radical, del
Partido Liberal? Uno no sabe cuáles son los planteamientos de los partidos, son empresas
electorales que confieren avales y cuyo interés es ganar elecciones. Mientras no se entienda
que un partido político tiene una misión muy importante de representar y ser voceros de
algo, no se solucionará nada. Este es un problema que también se está presentando en
Europa y Estados Unidos.

La Constitución no quiso establecer el voto obligatorio porque consideraba que la
libertad también partía de escoger si votar o no. ¿Debería establecerse el voto
obligatorio en este momento?

Siempre he creído que el voto debe ser libre. Y me parece que el voto obligatorio también
puede ser muy manipulado mientras en Colombia haya compra de votos y ese excesivo
dinero en las campañas. Es esencial primero darle confianza a la gente de que las cosas sí
están funcionando y que la gente pueda escoger de manera voluntaria.

En la participación electoral también juega un rol importante la pedagogía y la
educación. ¿Cómo evalúa el desempeño del Estado en ese rol y cómo mejorar su
actuación?

Yo creo que no ha habido ningún interés del Estado en hacer eso, en ningún Gobierno.
Incluso no se ha cumplido con el deber de enseñar la Constitución. La gente ha aprendido
algo de Constitución por la tutela, pero no por el papel pedagógico. Entonces hay que hacer
mayores esfuerzos en enseñar la Constitución y el sistema democrático. 

Desde el 91 se han establecido una serie de incentivos para invitar a que la gente asista
a las urnas como descuentos en trámites públicos o medio día laboral libre. ¿Cree que
esta es una buena estrategia o cómo debería replantearse?

Yo creo que eso son medidas muy pequeñas que no han tenido ningún impacto. Eso no es
relevante. Francamente no les he visto ninguna consecuencia y además no se han
cuantificado los resultados.

C. Entrevista a Fernando Carrillo, constituyente por el Partido
Liberal

Si la Constituyente se planteó una apertura
política para que los colombianos se sintieran
representados y fortalecer el sistema
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democrático, ¿por qué no se ha logrado ese objetivo?

A 30 años de la Constitución el único error que no podemos cometer es culpar a la
Constitución de asuntos que tienen que ver con la forma como se hace la política en
Colombia. Y yo creo que ahí está la respuesta. Tiene que ver con la cultura política y con
una serie de prácticas que terminaron durante los 150 días de la Constituyente pero que
volvieron en la elección inmediatamente después a raíz de la negociación que hubo en el
marco de la revocatoria del mandato del Congreso que inhabilitó a los constituyentes. No es
un problema de diseño constitucional. Es un problema de instituciones informales, como
dice la teoría institucionalista. Todo ese sueño de volverle la majestad, el pudor, la
preminencia a la política en el sentido griego como arte del bien común simplemente se
quedó en los 150 días de la Constituyente. Ese fue un escenario donde la clase política fue
derrotada, pero fue un sueño bastante efímero. En la negociación que comandó el
expresidente Alfonso López Michelsen en junio de 1990, que implicó que se aceptaba la
revocatoria del mandato del Congreso pero que se creaban las inhabilidades para los
constituyentes que de alguna manera éramos los protagonistas del nuevo país, se le puso un
freno de mano al cumplimiento de la misma Constitución. Y a partir de ahí lo que hemos
visto simplemente es lo peor de la forma de hacer política en los últimos treinta años: el
clientelismo, el trueque, el financiamiento de los partidos en un mercado de intercambio de
pesos, de votos, de contratos; y por ende la erradicación de las costumbres políticas, que no
se le puede atribuir a un diseño constitucional, no se dio porque las prácticas políticas de
Colombia se mantuvieron incólumes después de la Constituyente. Las grandes
contrarreformas de la Constitución del 91 no han sido normas constitucionales, sino
partidos que simplemente trataron de no acatar el espíritu de la Constitución y por lo cual
30 años después el gran desafío sigue siendo aplicarla y desarrollarla en cuanto a la
transformación de la cultura política y de las costumbres políticas. 

¿Qué cambios institucionales y legales deberían adelantarse para resolver esos
problemas en las prácticas políticas que no permiten una adecuada representación de
los colombianos? 

El gran balance de los sistemas constitucionales, no solo del colombiano, es la gran
desconexión que existe entre la sociedad y la política. El cuestionamiento es de los cuerpos
intermedios, de los congresos y de los partidos, de liderazgos políticos que se han hecho los
de la vista gorda frente a los grandes problemas de la sociedad. Uno se pone a mirar cuáles
son los pronunciamientos de los partidos en uno u otro tema y la pobreza ideológica es
lamentable. Aquí la política se limita a aparecer en las elecciones con la mecánica política
tradicional y no al debate de las ideas, no a la creación de gobernanza como sucede en un
sistema político moderno. Por eso la democracia es la primera víctima de la forma como se
hace política en Colombia. Eso en términos además de la imposibilidad del diálogo con los
contradictores que es también otro ejercicio legítimo de la política en momentos de crisis
social como el que se vive en Colombia. El gran objetivo del proceso constituyente del 91,
que fue el consenso político más importante de la historia reciente de Colombia, muy
superior al del Frente Nacional, fue precisamente ponernos de acuerdo sobre cosas
esenciales que nos unían y dejar en la puerta del salón de la plenaria de la Constituyente
tantos temas divisivos. Por el contrario, hoy estamos viviendo la antítesis de ese proceso,
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estamos viviendo una radicalización extrema, el recrudecimiento de la violencia verbal que
lamentablemente termina en violencia física. Y todo eso con un espectador que es un
convidado de piedra como son los partidos y el Congreso. 

Evidentemente habría normas del diseño legal, ni siquiera constitucional, que podrían poner
un freno a todo esto. Particularmente, por ejemplo, el financiamiento de las campañas. Yo
creo que la financiación de los partidos y de las campañas sigue siendo el origen de todos
los males de la corrupción en la política por algo muy sencillo. Al no tener límites, al tener
unas autoridades electorales débiles como el Consejo Nacional Electoral pues simplemente
las prácticas que se vienen ejerciendo en este país, en materia de financiamiento de
elecciones y de partidos, son las mismas que están infestadas de corrupción desde el
comienzo hasta el final. Debemos lograr el financiamiento público completo. Aquí
adoptamos un régimen mixto, que no es el europeo con financiación pública pero tampoco
el norteamericano con financiación privada. 

Además, los partidos renunciaron a los mecanismos de democracia participativa
consagrados en la Constitución. Ese es uno de los grandes pasivos de la Constitución del
91. Las pocas veces que se han utilizado se han usado mal. Por eso se cayó el referendo del
expresidente Uribe, se cayeron los acuerdos de paz en un plebiscito, difícilmente han
prosperado iniciativas de consulta popular cuando ese es el nombre de la democracia
moderna. A pesar de todas las oportunidades que ofrece la digitalización de la política aquí
seguimos anclados en el pasado. Por ejemplo, la recolección de firmas para los grupos
significativos de ciudadanos no permite las firmas digitales. Seguimos con unas elecciones
del pasado. Y ese paso hacia adelante hay que darlo con democracia directa porque esa es
la forma en que se hace hoy en el mundo. Incluso en países como Australia, Nueva Zelanda
o algunos estados de Canadá, la validación de muchas reformas políticas viene por cuenta
de lo que se llaman las asambleas populares, que son asambleas democráticas con
ciudadanos escogidos al azar. Frente a la dificultad de la representatividad, se crean los
"minipúblicos" que consisten en grandes encuestas en las que se expresan no solo
opiniones, sino que se vuelven en herramientas de democracia deliberativa. Se tiene un
dictamen de unos expertos y se somete al dictamen deliberado de ciudadanos de a pie
escogidos al azar. Y resulta que así es como se legitiman muchas decisiones populares en
este momento. Todas esas nuevas formas de participación democrática son las que
necesitamos poner en marcha. La democracia ya no solo es representativa sino deliberativa
y la digitalización permite hacerlo. Nos falta un poco de visión y de creatividad para
incorporar a la democracia no solo mecanismos de representación sino de deliberación y
sorteo que son esenciales para seguir fortaleciendo la democracia. 

La Constitución del 91 se planteó también profundizar la democracia liberal y
representativa. ¿Qué piensa de los cuestionamientos que en los últimos años se han
planteado a la democracia representativa? ¿Está vigente este sistema electoral?

Se trata de buscar la complementación de las instituciones representativas de la democracia,
que no lo son todo, sumadas con la democracia participativa y la deliberativa. Y eso supone
además la intervención de los ciudadanos en políticas públicas concretas. Yo fui por varios
años la máxima autoridad del Banco Interamericano de Desarrollo en Brasil y me tocó
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vigilar los escenarios del presupuesto participativo de una ciudad como Porto Alegre, y eso
funcionó. En Colombia, lamentablemente, pese a que la constituyente incorporó los
mecanismos de concertación y de participación, no se logró que ese principio llegara a la
elaboración de los presupuestos. Algunas ciudades y departamentos lo intentaron, pero no
ha sido algo generalizado. Se debe seguir sofisticando la democracia por sorteo para
complementar todas las carencias de la democracia representativa que es la que está en
crisis. No podemos en últimas sacrificar el Estado de Derecho democrático porque los
organismos de representación están en crisis, sino multiplicar las instancias de participación
porque en últimas se trata es de defender la democracia como un principio de la filosofía
constitucional tal cual quedó en la Constitución de 1991. Y en el mismo sentido, se debe
poner el Estado social de derecho al servicio de esas causas que suponen hoy diálogo
directo con los ciudadanos para las reformas sociales y no imposiciones unilaterales del
poder ejecutivo. 

¿Cómo debería plantearse el diseño de esa democracia por sorteo? ¿Cómo
funcionaría?

El debate no es en sí mismo la estructura sino el funcionamiento del Congreso. Hay que
volver a debatir el estatuto del reglamento del Congreso en esa dirección y permitir que los
mecanismos de la democracia participativa fluyan de manera más natural. En la
Constituyente, por ejemplo, se nos pudo ir la mano en relación con los umbrales para
ejercer estos mecanismos. Deberíamos llegar cada día más a un sistema de democracia
plebiscitaria, que es la línea de lo que va a pasar con la democracia digital en el mundo. Las
decisiones cada vez más no están siendo monopolio de una instancia representativa, sino
que se toman a través de mecanismos de democracia directa que se abren más posibilidades
en las democracias modernas. Y esto se debe dar a la par con un fortalecimiento de los
partidos políticos. El mayor factor de descrédito y de desánimo hacia la democracia es la
presencia siempre débil de los partidos en la realidad nacional, sobre todo en el punto de
vista de las ideas. Eso genera escepticismo de la ciudadanía hacia el papel de los partidos. 

En materia de reformas es clave también hacer un balance de la circunscripción nacional en
términos de representatividad. Hay departamentos muy pequeños que tienen 10 y 12
senadores, y otros departamentos que no tienen ni uno. Y en ese sentido, no es rechazar la
circunscripción nacional sino tener un régimen mixto de circunscripción nacional con
circunscripciones regionales como estaba en la constitución anterior. Es decir, puedes
mezclarlos. Además, estamos viendo un Congreso que es una correa de transmisión del
Ejecutivo aceitado por la política tradicional y eso es desdeñable desde todo punto de vista.
Entonces es en la resurrección de los partidos y del Congreso donde está la clave no solo de
la representación sino también de la participación.

¿Cómo solucionar el problema de la abstención?

Además de lo anterior, que le devolvería confianza a la ciudadanía en el sistema y en la
democracia, el año pasado en el marco de la discusión del nuevo código electoral
mencionamos, por ejemplo, que era necesaria la sistematización de las mesas de votación
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como una forma que permitía tanto para los ciudadanos como para los jurados de votación
una mayor transparencia y eficiencia en su función, lo cual ayuda a garantizar el ejercicio
libre del derecho al sufragio. Si de verdad trabajamos para resolver los problemas de la
gente y solucionamos los problemas de corrupción, más colombianos se interesarán en
participar en las urnas.

En los diversos momentos constituyentes de la historia de Colombia se ha acudido a las
urnas, a que los colombianos sientan que tienen en sus manos la capacidad de decidir sobre
las reformas que se necesitan. Este es un momento que además permite acudir al
constituyente primario, porque así lo contempló la Constitución de 1991. Esta es la hora de
los acuerdos, de los pactos, de los consensos para lograr, mediante el camino específico de
una consulta popular, ese paquete de reformas sociales que necesitamos los colombianos y
devolverle la legitimidad a la democracia.

D. Entrevista a Hernando Yepes, constituyente por el Partido
Conservador

Si la Constituyente se planteó una apertura
política para que los colombianos se sintieran
representados y fortalecer el sistema
democrático, ¿por qué no se ha logrado ese
objetivo?

El problema realmente tiene muchos aspectos. En
primer lugar, habría que decir con toda franqueza
que en temas de representación y de
representatividad, que son dos conceptos que

tiene que ser distinguidos entre sí, las regulaciones constitucionales y el tratamiento que la
Asamblea Constituyente le dio fue o insuficiente o erróneo, y en todo caso constituye un
fracaso de la Constitución. Yo no tengo duda al respecto porque ya en 1991, en el entorno
temporal y cultural de la Asamblea, era visible la crisis de representación que estaba
padeciendo la institucionalidad colombiana. Los partidos tradicionales habían perdido gran
parte del arraigo que tuvieron secularmente en la opinión pública; los nuevos partidos o
intentos de hacer visibles nuevas tendencias y nuevos sistemas de pensamiento no lograban
tampoco una expresión adecuada. 

A pesar de ser tan evidente esa crisis, la Constitución fue relativamente ciega al problema.
Es cierto que produjo unas instituciones, pero le quedó grande. Careció de consciencia
política y conocimientos técnicos suficiente para haber penetrado las razones de esa
realidad, de esa pérdida de legitimidad de los actores políticos predominantes del momento
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y de la necesidad de recuperar la legitimidad de las instituciones a través de la provisión al
sistema de unos nuevos equipamientos.

Había un déficit de conocimientos técnicos acerca de, por ejemplo, los efectos de ingeniería
constitucional que tiene el régimen electoral. Por eso se quedó intacto, solo con dos
cambios. En general sobrevivió el sistema perverso que servía para elegir la representación
nacional en los cuerpos legislativos. Formal y normativamente se trataba de un sistema de
representación proporcional, por el método de cociente electoral para la asignación de
curules, pero la malicia de los agentes políticos condujo lentamente a la perversión del
sistema hasta el punto de quitarle toda capacidad de introducir proporcionalidad realmente.
En la práctica lo cambiamos por el subsistema de asignación residual de curules. Eso
terminó con toda noción de igualdad de los electores y de proporcionalidad entre las fuerzas
contendientes en el resultado que obtenían de las elecciones. 

¿Por qué entonces no se corrigió esto en la Asamblea? 

Ahí es donde hablo de la incapacidad técnica, pero también de un cierto conformismo
generalizado. A muchos de los constituyentes les pareció cómodo mantener el sistema
tradicional. El Partido Liberal venía triunfando elección tras elección a través de la
operación avispa. La persistencia de esa técnica por parte de las fuerzas liberales nos privó
de que a la Asamblea concurriera el expresidente Alfonso López Michelsen, uno de los más
autorizados constitucionalistas que Colombia ha tenido a su largo de su historia. Pero
también al M-19 le pareció muy cómodo el sistema como estaba pues había obtenido un
gran resultado gracias a eso y a un fenómeno complementario: el de la circunscripción
nacional.

Ahí tiene usted una razón de pérdida de la representatividad, si se entiende como esa
relación entre electorado y elegidos que hace que los últimos sean una proporción que a
igual número de votantes asigne la misma fuerza en el órgano elegido.

¿Se puede decir entonces que fueron problemas de diseño institucional?

La Asamblea desde luego actuó en varias direcciones con el sentido de producir resultados
en la orientación que el país necesitaba. Por un lado, facilitó la elección de las minorías y
utilizó un procedimiento que resultó equivocado: la circunscripción nacional. Ese fue un
aporte de Luis Carlos Galán varios años antes, que había venido estudiando ese defecto del
funcionamiento de las instituciones. Él quiso remediar el efecto que la elección por
circunscripciones departamentales venía teniendo: la dispersión y aniquilación de las
minorías políticas que no encontraban representación porque los trituraba la tenaza de los
dos partidos tradicionales.

Pero la elección de todos los senadores en circunscripción nacional, que la constituyente
incluyó en las nuevas normas, tenía una implicación inevitable y era la pérdida de
representatividad de los senadores. En la medida en que todo colombiano vota por todos los
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senadores, independientemente de su origen o su relación con ellos, la representación se
vuelve cada vez más abstracta. 

¿Entonces cómo debería ser esa representación?

La representación en el concepto liberal del término siempre tuvo un componente natural
de abstracción porque se representa a la Nación en el concepto de Emmanuel Sieyès.
Entonces la crisis de representatividad, de desvinculación entre quien vota y quien es
elegido por ese voto, se acentuaba. En La Guajira es difícil que tengan realmente interés en
la elección de nombres desconocidos al Senado. Ese efecto distorsivo, que advertimos en su
momento, agravó el déficit de representatividad. Ahí tiene usted una explicación importante
del desgane electoral, porque si ya es un esfuerzo salir a elegir entre los candidatos que
compiten en mi región y a quienes conozco, será más difícil despertar interés en elegir a
una persona lejana.

El otro procedimiento al que acudió la Constitución, ahí sí con éxito, fue el reconocimiento
para efectos de representación de la multietnicidad del país. Ese es un mérito evidente de
las normas constitucionales adoptadas en 1991. Al reconocer, como no podía ser de otra
manera, una circunscripción especial para los indígenas y prever la posibilidad de una para
los afrodescendientes, se estaba materializando un concepto que estuvo ausente de nuestra
historia nacional: que la población con origen europeo no es la totalidad del país. Unos
componentes orgánicos, naturales de la Nación como las poblaciones étnicas tenían que
estar representados. Esto es distinto de ir identificando minorías para irlas premiando a
medida que va transcurriendo el tiempo.

Ahora bien, esto trajo consigo un morbo. Se entendió que el fenómeno de la circunscripción
puede utilizarse para darles una entrada privilegiada al poder a diferentes grupos de
personas. Hoy tenemos entonces un representante de los colombianos en el exterior como si
fueran portadores de un interés homogéneo o de una identidad. Luego llegaron también las
curules de la paz y las curules de las Farc, que son una aberración. Y no demorarán en
llegar voces llamando porque hay que darle representación per se a la comunidad LGTB o
que hay que darle presencia en los cuerpos representativos a las minorías religiosas. Y así
hasta que el concepto de representación se pierda. 

¿Por qué no se ha conseguido que esa pluralidad que se pregonaba en la Constitución
llegue al Congreso?

La asignación de unos cupos de representación por vía de acción positiva en protección de
grupos subrepresentados pero que son componentes de la Nación tiene validez si es por el
determinante racial. En los otros casos no hay esa razón justificativa. No es que no tengan
legitimidad, pero no es la razón de ser artificialmente diverso uno de otro lo que puede dar
lugar a la representación. Los jóvenes, por ejemplo, pueden votar para elegir congresistas,
pero no tienen que necesariamente tener cupos electorales. No debe ser así porque entonces
el reflejo de la comunidad nacional desaparece. 
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¿Se debería reformular la democracia representativa? ¿Cómo hacer esos ajustes que
usted menciona?

Yo leí con interés la propuesta del doctor Humberto De La Calle de la democracia por
sorteo, pero me parece que era un ejercicio más bien dialectico. En los Estados actuales no
pasa de ser un ejemplo amable, no es una alternativa para las sociedades contemporáneas.

Hoy debemos hacer un esfuerzo por incluirle moralidad y racionalidad al sistema partidista.
Se necesitaba superar el sistema bipartidista, pero no se logró suscitar alternativas que
seduzcan a la opinión y que recojan el electorado.

Hay que superar la venalidad. La desconfianza y el desapego de los ciudadanos frente a los
ritos representativos viene de la idea de que el voto es venal. Reconstruir el sistema
partidista para que tenga solidez, hoy ninguno de los movimientos merece ese nombre, solo
se forma a través de la necesidad representativa personalista de unos pocos; no hay
programa o ideología en un solo partido.

Se debe definir cuál es la representación que se considera válida en la modernidad y cómo
incluir los mecanismos cibernéticos. Es necesario reformar y racionalizar el sistema
electoral, hubo falta de conocimiento técnico en la Asamblea Constituyente, muy pocas
personas tenían destreza en estos temas de ingeniería institucional. El negocio de la
circunscripción nacional hace que el senador que no consigue los votos en su región va a
otra región a comprarlos.

¿Deberían considerarse iniciativas para cambiar la forma en que se eligen los
congresistas?

No me pida que le copie la idea de unicameralismo. Yo soy de los que pidieron preservar el
bicameralismo. Se me ocurre un senado de integración regional, proporcional al peso, no
igual al estadounidense que es propio del régimen federal. Podemos hacerlo proporcional,
pero compatible con un Estado unitario en el que logren darse visibilidad a los intereses
regionales.

Lo importante es hacer transparente el sistema para que los miembros de la Cámara baja
tengan una relación directa entre elector y elegido, mientras eso no se logre mantenemos la
brecha entre representación y representatividad.

¿La persistencia del abstencionismo en Colombia responde a fallas en el diseño
institucional desde la Constitución del 91, a su mala implementación durante estos 30
años o a factores externos que no se relacionan directamente con la institucionalidad
electoral?
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El abstencionismo es un mal general de las democracias, la respuesta es mejorar la calidad
de la democracia a través de mejorar la calidad de quienes nos representan; mejora de los
partidos políticos.

Las instituciones políticas están destinadas a una decadencia antrópica inevitable, por eso
hay que tener el alma abierta y la conciencia alerta para cambiarlas a tiempo. Además, la
corrupción y el desprestigio del Estado determina buena parte de ese abstencionismo,
entonces habría que transformar la ética pública.

La Constitución no quiso establecer el voto obligatorio porque consideraba que la
libertad también partía de escoger si votar o no. ¿Debería establecerse el voto
obligatorio en este momento?

Me temo que el remedio del voto obligatorio es peor que la enfermedad, pues abarata el
costo del voto en personas que igual no tendrán conciencia del valor o prestigio de su voto;
“si igual tengo que ir, me da lo mismo por cual voto y cual me compre”.

Desde el 91 se han establecido una serie de incentivos para invitar a que la gente asista
a las urnas como descuentos en trámites públicos o medio día laboral libre. ¿Cree que
esta es una buena estrategia o cómo debería replantearse?

No ha sido suficiente y las cifras son contundentes. De todas maneras, vale la pena
mantenerlos porque al buen ciudadano le decimos que está cumpliendo con su deber, con la
democracia y entonces tiene un beneficio con respecto a aquel que no lo hace.

En la participación electoral también juega un rol importante la pedagogía y la
educación. ¿Cómo evalúa el desempeño del Estado en ese rol y cómo mejorar su
actuación?

Los pensum descuidan la educación cívica. Hay que formar al ciudadano desde las
escuelas, no esperar a que tenga 18 años. Poner en la consciencia de los ciudadanos el valor
de las libertades, establecer la ética civil para cumplir sin connotaciones religiosas. Esa
tarea no puede cumplirse a través de una cátedra marginal donde le explican la
Constitución, pero sin propiciar la interiorización de los valores democráticos y
republicanos. Debe empezar por ser instrucción cívica y termina siendo una clase de
pedagogía constitucional.

E. Entrevista a Juan Carlos Esguerra, constituyente por el
Movimiento de Salvación Nacional
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¿Por qué si la Constitución se planteó como una apertura democrática no ha logrado
que los colombianos se sientan representados?

Después de la Constitución volvieron los mismos con las mismas. En esa materia es muy
importante ver cómo cambiar la manera de convencer a la gente de la importancia de este
conjunto de elementos. El proceso del 91 condujo a una Constitución que hubiera podido
ser recibida con desinterés por parte de la gente y podría haber terminado en la caneca de la
basura. Lo que hizo de esta Constitución algo real fue la forma cómo la gente la recibió y se
sintió representada en la asamblea constituyente. La elección de los constituyentes tuvo un
nivel de abstención significativo, al final la gente dijo ‘esto es mío’ y entendió que el
resultado de todo era positivo porque primaba la diversidad y el pluralismo. Pero luego al
Congreso de la República le ha faltado compromiso con la Constitución y con su desarrollo
para efectos de hacerla realidad. El Congreso de la República hay que ver cómo se cambia
y no necesariamente el cambio de caras, sino el cambio de actitudes y costumbres. Se
requiere la llegada de liderazgos.

¿Usted cree que se cometió el error de inhabilitar a los constituyentes de participar en
las siguientes elecciones del Congreso?

Me atrevo a responder con antecedentes en la historia que más grave que ese error había
sido el de creer que nosotros los constituyentes éramos la salvación y por consiguiente
debíamos quitarnos la camiseta de constituyentes al terminar nuestra tarea y ponernos la
camiseta de legisladores a continuación, como ha ocurrido tantas veces en nuestra historia.
La respuesta está en el cambio de costumbres, en el cambio de chip, pero es difícil de
lograr. Tienen que haber personas que nos ayuden a cambiar esto.

¿Usted cree que en este momento la democracia representativa sigue vigente?

El mundo no se ha inventado algo nuevo en esa materia, por eso tiene que seguir aferrado a
las creencias y costumbres en materia de representatividad. Últimamente se ha venido
hablando que deberíamos reemplazar las votaciones por sorteos como los que hacían los
griegos en los tiempos originales de la democracia. Pero los sorteos pueden arrojar
resultados tan buenos o tan manos como las elecciones, por eso creo que la respuesta no
está allí.

La respuesta está en sentir el país y que uno se sienta parte de la comunidad. Yo subrayaría
el tema de los derechos colectivos para que la gente vea cómo somos titulares de los
mismos derechos que compartimos. Puede ser un sorteo o puede ser un voto, pero en el
fondo el problema está en la actitud y en la cultura.
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¿Usted tiene alguna idea sobre cómo cambiar la manera en que se eligen los
congresistas?

Lo de los distritos electorales podría ser una forma para intentarlo, pero yo no eliminaría de
ninguna manera la circunscripción nacional porque me parece que ha permitido el
surgimiento de liderazgos nacionales. La combinación de la circunscripción nacional y la
circunscripción territorial a nivel departamental no me choca. Lo de los distritos podría
funcionar eventualmente, ojalá no nos disgregara. La combinación puede ser buena.

En esa materia hubo un avance significativo en la Constitución que no se ha cumplido tanto
como correspondería y es la fórmula del voto programático para que hubiera compromiso
de los elegidos con sus propios programas y estuvieran obligados a cumplirlos.

¿Usted cree que debería profundizarse el voto programático con listas cerradas?

Yo creo que eso valdría la pena.

¿Por qué la lucha armada sigue estando en Colombia como una forma de defender
ideas?

En esa materia creo que el proceso constituyente ha sido de las grandes lecciones que
aprendió y enseñó el país. Fue un tratado de paz, sin lugar a dudas, lo que se logró con el
M-19, el Quintín Lame, con una porción del EPL. Me parece que fue sumamente
significativo y determinó que llegaran provistos solamente de sus ideas a las reuniones y
trataran de convertir esas ideas en normas constitucionales. En esa materia las cosas
cambiaron considerablemente. Los indígenas y las minorías, la izquierda, la derecha, los
jóvenes, también lograron hacerse oír.

Ahora, eso requiere un tiempo antes de acabar de ponerse en práctica. La participación de
las mujeres en los temas políticos ha ido creciendo y me parece que se ha avanzado, aunque
falte un camino por recorrer. Es necesario trasladar las normas a los corazones, porque
necesitamos conseguir lo que los abogados antipáticamente llamamos el poder fáctico de lo
normativo, entonces es necesario que las normas se trasladen a la realidad.

¿Falló en algo la Constitución para no conseguir que la población colombiana, en su
diversidad, se vea representada en el Congreso?

No me atrevo a decirlo y no sé dónde pudo haber estado la culpa. Me parece que nos hace
falta tiempo para llevar eso a la práctica. Es en las cabezas de la gente en donde hay que
seguir metiendo las ideas de cambio. Nos falta avanzar considerablemente, pero la cultura
es algo que toma mucho tiempo para cambiarse.
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¿Cree que la democracia colombiana es legítima con estos niveles de desaprobación y
abstencionismo?

Mi respuesta es sí, pero falta completarla. Es legítima, pero incompleta y le falta desarrollo
y le falta perfeccionarse. Es legitima porque está en manos de la gente la escogencia de sus
líderes. Legitimidad hay en la medida en que hay posibilidad para todo hombre y mujer
mayor de 18 años, lo que pasa es que eso hay que trasladarlo a la realidad y para ellos se
requiere un cambio institucional, en nuestros corazones, cabezas y espíritus. En materia de
educación hay que meterle mucho más a este asunto.

¿Cuánto puede resistir una democracia como la colombiana con una legitimidad
incompleta?

Hay aspiraciones a reivindicaciones ciudadanas y se necesitaría estar uno ciego para no
darse cuenta de la inconformidad y que la gente no está contenta con lo que tiene porque le
faltan muchas cosas. Se requiere de la participación de todos y una dosis importante de
tolerancia, de buscar dar y compartir. Desde luego, si alguien me preguntara si soy
partidario de que se cambie la democracia por bienes materiales como un sándwich, pues
francamente prefiero millones de veces la democracia. Eso hay que vendérselo a la gente,
porque, aunque a la gente le falta comida y oportunidades, eso no puede conseguirse al
precio de la democracia. Eso sería lo más grave que podría pasarle a una persona, porque la
ausencia de democracia redunda en ausencia de libertad.

¿Los jóvenes deberían ser elegidos desde que cumplan los 18 años de edad?

Eso ayudaría considerablemente. Uno debería elegir y ser elegido prácticamente al mismo
tiempo, para votar y para que voten por mí. Creo que eso sería clave y ojalá se pusiera en
práctica. Pero aún más urgente es resolver el problema que está en manos del actual
liderazgo del país, no me refiero a un nombre particular, pero sí a quienes están en el poder
y no han escuchado con atención lo que hay que hacer para tomar medidas para que las
cosas sean distintas.

¿Cómo explicar el problema histórico del abstencionismo y por qué sigue siendo tan
alto en Colombia?

La primera consideración que hago es que el problema no está en la Constitución y la culpa
no está en la Constitución. Me parece que no hemos logrado sintonizar como
correspondería en una democracia a los electores con los elegidos, es decir, a quienes
aspiran a servir a la comunidad con quienes aspiran a que se les sirva desde las altas
esferas. Allí hay un divorcio que no hemos podido superar y ese divorcio es culpa, en parte,
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de las instituciones, pero fundamentalmente de la falta de empatía y proximidad suficiente
entre los unos y los otros.

Los franceses hablaron sobre la representación y dijeron que el pueblo era el titular de la
soberanía, pero tiene que ser representado por unos cuerpos en donde tengan asiento
quienes son sus representantes. Y eso no lo hemos logrado cabalmente. Las prácticas
clientelistas han sido realmente desastrosas y la gente está acostumbrada a votar solamente
a cambio de algo concreto y no a cambio de tener un buen representante y que le hagan
buenas leyes para su bienestar a futuro.

¿Cree que no habría posibilidad de hacer un diseño institucional que corrija ese tipo
de problemas?

No se me ocurre cuál pueda ser. En algunas oportunidades se ha propuesto instituir el voto
obligatorio, pero me parece que es por definición algo antidemocrático, porque uno tiene en
una democracia el derecho inclusive a no votar. Me parece que el problema no es
institucional. Es indispensable que organicemos los liderazgos que sean suficientes para
atraer a la gente, convencerla y hacer que la gente participe. La Constitución creó muchas
formas de participación que, en parte, se utilizan, pero en buena medida siguen inutilizadas.
Más que falta de instituciones es falta de liderazgo.

¿Qué acciones podrían implementarse para promover ese tipo de cambios?

En mi opinión se necesita uno de esos momentos de magia que a veces ocurren en la
historia de los pueblos, como fue el momento constituyente de 1991. En este caso
necesitamos un momento de magia que genere los liderazgos necesarios para conducir a la
gente a la participación y hacer que la democracia sea absolutamente viva y se logre
sintonizar a la ciudadanía colombiana con las instituciones. Le pongo un ejemplo: la
Constitución del 91 hizo una cosa importantísima en materia de participación ciudadana y
fue haberle dado iniciativa a cualquier ciudadano para presentar un proyecto de ley, cosa
que antes era impensable. Eso ha sido utilizado muy poco y además resulta frustrado
porque quienes los representan en los parlamentos no le ponen atención a ningún proyecto
de ley que es presentado por un ciudadano, cosa que debería cambiar rotundamente para
que el ciudadano sienta que es realmente partícipe de la vida institucional.

¿Cree que el Estado y las instituciones encargadas de liderar educación han hecho su
labor para crear pedagogía sobre los beneficios del sistema electoral y la importancia
de participar en las urnas?

Se ha avanzado en alguna medida, pero la verdad es una medida menor. No se le ha dado
cumplimiento a otra creación de la Constitución del 91 que hizo que fuera obligatoria la
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enseñanza de la instrucción cívica y de la Constitución en todos los establecimientos
educativos. Pero además el asunto debería comenzar en los hogares, creando una cultura
cívica en los hijos, porque vivimos en una cultura bastante poco solidaria, egoísta y poco
participativa. El resultado es que la gente no se siente seducida por el interés público. En
esa materia nos falta profundizar mucho en educación.

¿Cree que la política de incentivos ha funcionado y ha sido suficiente o debería
reestructurarse?

¿Ha funcionado? Sí. ¿Ha sido suficiente? No. Está claro que falta todavía profundizar para
inducir más a la gente a participar, pero será fundamental hacerlo sobre la base de
demostrarles cuán importante es ese asunto para pensar en el futuro de ellos mismos.
Vivimos mucho en una sociedad cuya cultura es ‘sálvese quien pueda’ y no la cultura de la
participación y la solidaridad. Eso tenemos que cambiarlo y requiere tiempo y liderazgo
público.

F. Entrevista a Aida Abella, constituyente por la Unión Patriótica

Si la Constituyente se planteó una apertura política para
que los colombianos se sintieran representados y
fortalecer el sistema democrático, ¿por qué no se ha
logrado ese objetivo? ¿Este problema se explica por
fallas desde el diseño institucional, su implementación o
factores externos?

No, yo creo que no se debe a ninguna de estas dos cosas que
usted acaba de mencionar. La Constitución fue hecha con un criterio amplio y pluralista.
Estuvieron representados, por primera vez en una Constituyente, los indígenas y las
mujeres. Pero, además, estuvieron partidos distintos al Liberal y al Conservador, que eran
los que habían manejado el país en los últimos 20 años antes de la Constitución Política.
Pero, ¿qué pasó ahí? Eso se hizo con un gran pluralismo, pero creo que cometimos un error
y en esto coincido con algunos constituyentes. Los constituyentes no fuimos al Congreso,
todos nos declaramos impedidos para ir, entonces le entregamos una nueva Constitución a
una élite que venía manejando el país y que no estaba interesada en hacer algún desarrollo
en la constitución política. Eran esas élites políticas que se elegían, no solamente por
clientelismo, sino que se elegían comprando votos.

Así siguió el país y hoy podemos decir que en el Parlamento hay aproximadamente el 70%
de votos comprados y el 30% de votos de opinión. Entonces se traiciona el espíritu
constituyente, que quería realmente que este país cambiara, no solamente en la parte
electoral, sino también cambiara su accionar. Por ejemplo, hoy el Congreso es una
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dependencia del Ejecutivo, es decir, que no ha conservado su independencia y su
autonomía.

¿En qué falló la Constitución para conseguir que los colombianos se sintieran más y
mejor representados políticamente?

No se logró, porque no fuimos capaces precisamente de cambiar esas élites, que para mí
son élites parasitarias, han vivido siempre del Estado. Entonces ellos defienden una
democracia e institucionalidad entre comillas, que no es la que quiere el país, ni la que
necesita el país.

El país necesita un Congreso independiente y eso no se ha dado estos 30 años. Los
controles políticos en el parlamento son muy difíciles de dar, los sabotean todo el tiempo,
porque tienen las mesas directivas todas acordadas. No son capaz de dar un debate porque
están muchos comprometidos recibiendo plata de contratistas. Por eso la gente no confía,
porque allá llegan y nos ponen representantes de los gremios económicos, de los grandes
poderes económicos, y no dejan pasar las leyes que necesita el pueblo.

¿Es decir que usted cree que debe cambiarse también la forma de la financiación de
las campañas?

Los que deben cambiar son los ciudadanos para votar bien, para no dejarse comprar un
voto. Aunque sí es cierto que la financiación mixta y también muchas cosas que se hacen
mal en la justicia generan esas dinámicas.

Aquí no prevalece el interés general, aquí prevalece el interés particular. Se llenan de plata
o haciendo corrupción o simplemente pues haciendo otras cosas no por el interés general.
Mire al narcotráfico, por ejemplo, cuantos dineros invierte en esto de las campañas. Para mí
sí debería haber una financiación pública de las campañas, que tampoco deberían costar
tanto. Pero aquí es plata por arriba y plata por abajo, y cuando los pillan sobornan a los
jueces.

¿Por qué no se ha conseguido que esa pluralidad que se pregonaba en la Constitución
llegue al Congreso?

Eso depende también de los partidos políticos, que incluyan a las mujeres no como relleno.
La lista cerrada y en cremallera es lo único que asegura que haya la mitad de mujeres.

¿Qué cambios legales e institucionales deberían adelantarse para que los colombianos
en efecto se sientan representados políticamente?

Tiene que haber un cambio en los medios de comunicación que están regidos por ese
síndrome de la publicidad o que están en manos de los dueños del poder político y del
poder económico.

A mí no me parece que el Congreso se debe reducir porque los partidos pequeños tendrían
muy poca opción y desaparecerían. Lo que sí se tiene que hacer es bajar el salario de los

57



congresistas. Ahora, yo tampoco creo en la democracia por sorteo. Pero sí tiene que haber
otros mecanismos para que la gente pueda interactuar con los candidatos y con los elegidos.
Con las listas cerradas se votaría por partidos y por ideas política, no por el que más plata
da.

La participación electoral no solo está influida por las leyes electorales, sino por la
percepción de los ciudadanos con respecto al funcionamiento del Estado, la
corrupción, la desigualdad, la deficiente prestación de servicios públicos, entre otros
temas. ¿Cómo cree que podría solucionarse el círculo vicioso en que la gente no vota
porque tiene mala percepción del Estado, pero los problemas no se resuelven porque
la gente no vota?

Educando la gente. Aquí tiene que haber gente educada o de lo contrario la gente va a
seguir siempre mendigándole al político. El ciudadano debe entender que la democracia no
es echar votos un día en una urna, sino que es propender por el bienestar de todos los
ciudadanos.

¿La razón por la que los colombianos no asisten mayoritariamente a las urnas es
básicamente por razones externas como la corrupción y la desigualdad, y no tanto de
razones de diseño institucional desde la misma constitución?

Seguramente que hubo errores y habrá que corregirlos. Algo que dañó a la Constitución fue
la reelección porque los poderes se desequilibraron completamente hasta el punto que hoy
en día tienen todos los órganos de control.

La Constitución no quiso establecer el voto obligatorio porque consideraba que la
libertad también partía de escoger si votar o no. ¿Debería establecerse el voto
obligatorio en este momento?

A mí no me ha gustado mucho lo del voto obligatorio porque la gente debe tener la libertad
de votar o de no votar. Algunos países lo ponen como un ejemplo porque obliga a que la
gente vaya y defina quién quiere que gobierne, pero lo ideal es la educación política

En la participación electoral también juega un rol importante la pedagogía y la
educación. ¿Cómo evalúa el desempeño del Estado en ese rol y cómo mejorar su
actuación?

Hemos avanzado en cuanto al número de personas que pueden ir a la escuela, pero la
deserción escolar también es altísima sobre todo en lo rural porque la gente no tiene cómo
mandar a un jovencito a la escuela. Los políticos no quieren que la gente se eduque.

¿Qué otras reformas o acciones considera que deberían llevarse a cabo para reducir el
abstencionismo?

Como dijo Cornelio antes de Cristo, la sociedad que tiene muchas leyes es una sociedad
corrupta. Aquí hay una indigestión legislativa que no aporta nada y antes trunca todo.
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